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Prólogo


 El origen próximo de esta monografía se encuentra en la tesis doctoral elaborada por Pablo López, defendida brillantemente en enero de este año en la Facultad de Derecho de la Universidad de Valencia y en la que el nuevo doctor obtuvo la máxima calificación académica.

Es para mí un honor y una gran satisfacción prologar esta obra, que trata sobre una materia que me resulta, siquiera parcialmente, familiar. Me explico. Como es sabido, el tema de los recursos en los órdenes jurisdiccionales civil y penal no me resulta desconocido, pues llevo trabajando sobre él poco más de una década, especialmente por lo que al proceso civil se refiere. Por lo tanto, el derecho al recurso en el proceso civil es un tema sobre el que he estudiado, reflexionado y escrito.

El apunte sobre el conocimiento parcial de esta institución procesal viene determinado por el sector jurídico en el que se centra la presente monografía, los recursos civiles en el proceso concursal.

Ningún jurista ignora la complejidad del proceso concursal, por la diversidad de las normas jurídicas que deben ser objeto de análisis, que dan lugar a un entramado normativo muy heterogéneo, que requiere la integración de la pluralidad de normas sustantivas (Derecho Concursal, Derecho Civil, Derecho Mercantil, Derecho del Trabajo, Derecho Administrativo, …) y de normas procesales (procesales civiles, procesales concursales —generales y especiales—), y que provoca con frecuencia dudas hermenéuticas de diferente calado.

Si a la dificultad intrínseca del cuadro normativo analizado en esta monografía, se añaden la relevancia económica de la institución analizada y el devenir de nuestra economía en el marco temporal en el que se realiza el estudio (2019-2023), y, consiguientemente, las sucesivas reformas normativas producidas al socaire de los avatares económicos, comprenderá con facilidad el lector la complejidad de la realidad jurídica analizada en esta obra.

En la evolución normativa de las normas reguladoras de los recursos en el orden jurisdiccional civil se observa en las tres últimas décadas y, sobre todo, en las dos últimas, una tendencia de modulación restrictiva del derecho al recurso en el proceso civil, que desde el año 2001 ha ido cobrando paulatinamente mayor intensidad.

La Ley de Enjuiciamiento Civil de 2000 introdujo un sistema de recursos extraordinarios, que en su concepción primigenia obligaba al recurrente a elegir entre la defensa de sus derechos e intereses amenazados por la infracción de normas sustantivas (recurso de casación), o la tutela de sus derechos e intereses lesionados por la infracción de normas procesales (recurso extraordinario por infracción procesal), debiendo optar el recurrente entre formular recurso de casación en el primer caso, o formular recurso extraordinario por infracción procesal en el segundo caso.

Junto a esa electividad entre recursos extraordinarios, que se redujo en el sistema «definitivo» instaurado a través de la disposición transitoria decimosexta de la LEC/2000, esta ley aportó otras dos novedades: elevó la cuantía que abría el acceso a la casación civil, e introdujo como elemento central de la accesibilidad a esta, el criterio del interés casacional.

Las reformas posteriores no han hecho más que intensificar las restricciones en el derecho de acceso a los recursos en el proceso civil. Por lo que se refiere al ámbito de los recursos extraordinarios, las restricciones se han llevado a cabo en distintas direcciones.

Por una parte, elevando progresivamente la cuantía que permitía el acceso al recurso de casación civil. Si en la reforma operada en 1992, la cuantía que franqueaba el acceso a la casación civil se elevó de tres a seis millones de pesetas, la LEC de 2000, en su redacción originaria, la incrementó a veinticinco millones de pesetas, quedando fijada, tras la conversión en euros realizada por el Real Decreto Legislativo 1417/2001, de 17 de diciembre, en 150.000 euros. Más tarde, mediante la reforma llevada a cabo a través de la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medidas de Agilización Procesal, la cuantía de acceso a la casación se cuadriplicó al establecerse en 600.000 euros.

Ese proceso de limitación del acceso al recurso de casación civil mediante el aumento progresivo de la cuantía que autoriza su formulación ha llegado a su culmen con la eliminación del criterio de la cuantía como legitimador del acceso al recurso de casación, como sucede, y con buen criterio, en mi opinión, con el Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, dadas las desigualdades sociales que este criterio permitía amparar.

Por otra parte, al margen de que la vulneración de derechos fundamentales en el proceso civil sigue siendo otra vía de acceso al recurso de casación —criterio que comparto, dada la importancia intrínseca de estos derechos en un Estado Social y Democrático de Derecho, y la subsidiariedad del amparo constitucional—, las restricciones se producen al construir como eje nuclear, principal, sobre el que configurar el acceso al recurso de casación civil, el interés casacional, en cuya configuración, la delimitación legislativa se va desdibujando en beneficio de una mayor discrecionalidad judicial.

Las restricciones en el derecho al recurso en el proceso civil también se han producido en el recurso ordinario por naturaleza, el recurso de apelación, que, en la reforma llevada a cabo a través de la Ley 37/2011, de 10 de octubre, suprimió el recurso de apelación civil en los juicios verbales, cuya adecuación se determine por razón de la cuantía, en los que esta no exceda de 3.000 €. Esa limitación —eliminación— del derecho a la segunda instancia civil en los casos de menor cuantía comporta reprochables desigualdades sociales en detrimento de los más desfavorecidos, pues esa cuantía irrelevante para el legislador, puede no serlo para aquellos ciudadanos cuyos ingresos superan en pequeña medida el Salario Mínimo Interprofesional, sector de población bastante numeroso en la actualidad.

Por último, ningún procesalista desconoce que el recurso es una garantía en la aplicación del Derecho, que se lleva a cabo a través del proceso con el fin de procurar la tutela jurisdiccional de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, y que ese derecho al recurso forma parte del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24.1 de la CE, aunque lo sea de configuración legal.

El ejercicio del derecho al recurso es una garantía para el justiciable porque a través el recurso se posibilita la corrección de los errores, en los que un órgano jurisdiccional ha podido incurrir al dictar la resolución que resuelve sobre el objeto del proceso, o en el curso del procedimiento en el que se ha dictado esa resolución; errores que, dada la carga de trabajo que pesa sobre los órganos judiciales inferiores y la composición unipersonal de esta clase de órganos judiciales, no se deben desconocer y que, cuando sean graves, pueden conducir a la presentación de un recurso de amparo constitucional per saltum, en su caso, previo un ineficiente incidente de nulidad de actuaciones (art. 241 LOPJ).

El ejercicio del derecho al recurso es una garantía, en cuanto que, como se ha dicho, posibilita la corrección de los errores que se produzcan en la aplicación judicial del Derecho. Sin embargo, la tensión entre garantías y eficiencia que subyace en la política legislativa orientadora de las últimas reformas de los recursos en el proceso civil también se observa en las últimas reformas producidas en el proceso concursal, en el que los criterios de celeridad y eficiencia responden también a la singularidad de la situación de crisis económica y a la diversidad de los intereses afectados —del deudor y de una pluralidad de los acreedores, principalmente— en el proceso concursal.

Es hora ya de dejar paso al autor de esta monografía, que es quien conoce en profundidad la realidad jurídica procesal en ella analizada, sin desconocer la realidad jurídica sustantiva, pues su trabajo como brillante abogado de conocidos despachos e instituciones durante cerca de tres lustros, lo convierte en un valioso intérprete de la normativa sobre los recursos en el proceso concursal.

El lector descubrirá que la materia investigada ha sido analizada desde todas las perspectivas que exige la elaboración de una tesis doctoral rigurosa: legal, jurisprudencial y doctrinal. Ello hace que la monografía sea de interés para un vasto campo de operadores jurídicos heterogéneos (profesores universitarios, jueces y magistrados, abogados, …).

El interés aumenta cuando se tienen en cuenta algunos datos adicionales. El trabajo tiene su origen en su tesis doctoral, pero esta ha sido objeto de reelaboración, despojándola de ciertos elementos, desarrollando otros y actualizándola, a resultas del reciente Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre.

Estimado lector, no le entretengo más, doy paso a Pablo López, con la esperanza de que responda a algunos de los interrogantes que pueda suscitarle el tema analizado en esta monografía.

 

Valencia, a 3 de mayo de 2023

 

Rafael Bellido Penadés

Catedrático de Derecho Procesal

Universidad de Valencia
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Capítulo Primero El proceso concursal y su régimen de recursos


 I.  El proceso concursal

1.  La tutela del crédito ante la insolvencia del deudor

Según se infiere del art. 1088 del Código Civil, cualquier persona puede ser deudor o sujeto pasivo de relaciones jurídico-obligatorias por las que sus acreedores puedan exigirle el cumplimiento de obligaciones de dar, hacer o no hacer alguna cosa. Si ese deudor cumple, no hay problema. En cambio, si incumple, el ordenamiento jurídico concede a sus acreedores la posibilidad de exigirle el cumplimiento forzoso de las obligaciones por la vía judicial, en los términos regulados en el libro III de la LEC y, en determinados supuestos, por la vía extrajudicial, estando garantizado el derecho del acreedor por el patrimonio del deudor, pues de todos es sabido que el art. 1911 del Código Civil establece que «del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor con todos sus bienes, presentes y futuros». Así pues, la ejecución forzosa sobre el patrimonio del deudor es el procedimiento judicial al que el acreedor insatisfecho debe recurrir cuando el deudor incumpla sus obligaciones.

Puede darse el caso de que un acreedor aislado inicie un procedimiento de ejecución contra los bienes del deudor, o incluso que sean varios los acreedores que lo hagan, y mientras el deudor sea solvente (es decir, que el valor de sus bienes permita pagar, voluntaria o forzosamente, sus deudas) no existirá inconveniente en que cada acreedor lleve a cabo una ejecución individual de su crédito. En este escenario se da prevalencia al factor tiempo, en la medida en que los acreedores serán tenidos en cuenta cronológicamente conforme vayan instando y tramitándose sus respectivas ejecuciones.

Sin embargo, cuando el deudor deje de ser solvente y, aunque quiera, no esté en disposición de cumplir regularmente sus obligaciones exigibles, entonces la ejecución individual o singular pierde cierto sentido, adquiriendo tintes de injusticia, como ha destacado la doctrina mercantilista (1) , por cuanto solo unos pocos acreedores (los que primero ejecuten, por ser más afortunados o, normalmente, por estar mejor informados o preparados; p.ej., entidades especializadas en recuperación de créditos, personas próximas al deudor, etc.) serán los que, en mayor o menor medida, vean satisfechos sus derechos de crédito en perjuicio de la colectividad de acreedores.

Así las cosas, se ha considerado oportuno establecer mecanismos jurídicos para paliar este negativo efecto, de modo que el sistema de ejecuciones individuales se sustituya por un procedimiento colectivo que, tutelado por un órgano judicial, permita la adecuada identificación de todos los créditos de los acreedores, su clasificación y ordenación conforme a los criterios legalmente establecidos y su satisfacción de acuerdo al principio de paridad de trato (par conditio creditorum).

En el derecho español, los procedimientos en los que se dirime la tutela del crédito de los acreedores ante la situación de insolvencia del deudor son el concurso de acreedores regulado en el libro primero del TRLC y el procedimiento especial para microempresas regulado en el libro tercero del TRLC. Junto con estos dos procedimientos se encuentra regulado dentro del libro segundo del TRLC el plan de reestructuración como institución preconcursal para solucionar la situación de insolvencia con carácter previo a incoarse un procedimiento judicial de concurso.

Podemos entender conjuntamente estos tres procedimientos (concurso de acreedores, planes de reestructuración y procedimiento especial para microempresas) como el proceso concursal desde un punto de vista amplio.

La función principal del proceso concursal es satisfacer los intereses de los acreedores del deudor insolvente de la manera más eficiente posible dentro de las previstas en el TRLC (convenio, liquidación, venta de la unidad productiva, plan de reestructuración, plan de continuación...), ya sea en un marco judicial (concurso o procedimiento especial para microempresas) o extrajudicial (plan de reestructuración).

Deviene necesario realizar una somera explicación, nada ambiciosa, sobre la tramitación procesal prevista en el TRLC, con la finalidad de mejorar la comprensión del resto de partes de esta obra, en las que se desarrollarán conceptos partiendo ya de un conocimiento asentado sobre los diferentes trámites procesales que componen el concurso de acreedores, el preconcurso y el procedimiento especial para microempresas.

2.  Juzgado de lo Mercantil, órganos y partes

2.1.  Juzgados de lo Mercantil

El proceso concursal se incardina dentro de la jurisdicción civil (art. 9.2 LOPJ), que es la que conoce de los asuntos de derecho privado civil y mercantil, y ello aunque se diriman materias que pueden ir más allá del derecho civil y mercantil (p.ej., cuestiones laborales o de derecho administrativo) (2) . De hecho, se ha manifestado que bajo el marco del derecho concursal se crea una jurisdicción que traspasa trasversalmente los tradicionales órdenes civil, penal, contencioso-administrativo y laboral (3) . No en vano, la normativa concursal engloba normas de diferente índole: procesal, mercantil, civil, laboral, administrativa, tributaria... que se entrelazan y se subordinan a una sucesión de actos que conforman un proceso complejo como es el proceso concursal (4) .

La competencia objetiva para conocer del proceso concursal (concurso de acreedores, los planes de reestructuración y procedimiento especial para microempresas) corresponde a los Juzgados de lo Mercantil, de acuerdo con lo establecido en los arts. 86 ter.1 LOPJ y 44 TRLC. Estos Juzgados tienen competencia exclusiva y excluyente para el conocimiento del ámbito concursal y de las demás materias previstas en la LOPJ (art. 86 ter) y en el TRLC (arts. 52 a 56).

La competencia territorial se regula en el art. 45 TRLC. El criterio general es que conocerá del concurso el Juzgado de lo Mercantil del lugar donde el deudor tenga el centro de sus intereses principales. Para el preconcurso hay que acudir a los art. 585.1 y 641 TRLC y para el procedimiento especial para microempresas al art. 691 quater.1 TRLC.

Conviene apuntar que, hasta la reforma de la Ley Orgánica 7/2022, de 27 de julio, los concursos de persona natural no empresario se asumían por los Juzgados de Primera Instancia. A pesar de que en su momento pretendía ser una medida de descongestión de los Juzgados de lo Mercantil, en realidad supuso un paso atrás en la especialización mercantil y atentó contra el principio de unidad de disciplina sobre el que se cimentó la LC y cuya senda siguió el TRLC (5) .

2.2.  Órganos

Si nos referimos específicamente al concurso de acreedores, una de las notas características de la legislación concursal en comparación con el régimen que existía previamente a la LC es la simplificación de la estructura orgánica del concurso. Solo el Juez del concurso y la AC constituyen los órganos necesarios en el procedimiento.

La AC es el órgano creado ad hoc para la organización y gestión del concurso bajo la supervisión del Juez, al que se le une otra condición: la de parte en el proceso, en representación de la masa o del concursado en determinados supuestos, pudiendo ejercitar pretensiones de tutela de los intereses legalmente encomendados y oponerse a las que se formulen contra dichos intereses art. (509 TRLC). La AC será designada en el auto de declaración del concurso; no así en el procedimiento especial para microempresas, ex art. 713 TRLC. En el auto de se determinará su nivel de facultades sobre los bienes, derechos y obligaciones del deudor. La AC estará integrada, como norma general, por un único miembro, persona física o jurídica, que tendrá que estar inscrita en el Registro Público Concursal y cumplir con los requisitos de formación y experiencia que reglamentariamente se determinen y que de ordinario tienen relación con aspectos jurídicos, económicos y de dirección de empresas (arts. 61 y 62 TRLC (6) ).

Entre las funciones más relevantes que debe asumir la AC podemos destacar la administración del patrimonio del concursado (arts. 106 y 413.1.1.º TRLC), la elaboración del informe general donde analiza la situación económico-patrimonial del deudor y se confecciona el inventario de la masa activa y el listado de acreedores (arts. 290 y ss. TRLC), la sustitución del deudor en determinados procedimientos litigiosos (arts. 119 y 120 TRLC), el ejercicio de acciones rescisorias especiales (art. 231 TRLC), el ejercicio de acciones de resolución de determinados contratos en interés del concurso (art. 165 TRLC), la presentación de solicitudes de autorización judicial que estime pertinentes (art. 518 TRLC), la evaluación de las propuestas de convenio que se presenten (art. 347 TRLC) o la presentación de informes de rendición de cuentas (arts. 102, 395 y 478 y ss. TRLC).

Hay que tener en cuenta que la AC podrá delegar determinadas funciones en auxiliares (arts. 75 a 79 TRLC) y recabar el asesoramiento de expertos independientes para determinadas materias (art. 203 TRLC).

Lógicamente, la AC tendrá derecho a ser retribuida económicamente, estando su regulación prevista legalmente.

Por lo demás, la AC está sometida a un régimen de incompatibilidad (art. 64 TRLC), de prohibiciones (art. 65 TRLC), de recusación (arts. 72 a 74 TRLC) y de responsabilidad por los daños y perjuicios que pueda causar (arts. 94 a 99 TRLC), y también puede ser separada de su cargo si concurren los requisitos establecidos legalmente (arts. 100 a 104 TRLC).

Debe tenerse en cuenta que la actuación de la AC en el procedimiento especial para microempresas no es preceptiva.

El experto en reestructuraciones es una nueva figura en el derecho español. Fue instaurada por la Ley 16/2022 y regulada en los arts. 672 a 681 TRLC, aunque su intervención no es preceptiva. El nombramiento de experto deberá recaer en la persona, física o jurídica, que tenga los conocimientos jurídicos, financieros y empresariales especializados, así como experiencia en materia de reestructuraciones, o que acredite cumplir los requisitos para ser AC (art. 674 TRLC).

Su participación se desarrolla esencialmente en la fase de preconcurso, dedicándose a asistir al deudor y a los acreedores en las negociaciones y en la elaboración del plan de reestructuración, colaborando así mismo con el Juez en la presentación de los informes exigidos legalmente o los que este le solicite por ser necesarios o conveniente (art. 679 TRLC). En el Preámbulo de la Ley 16/2022 se indica que el diseño de esta figura «es más próximo a la figura de un mediador que facilite la negociación entre las partes, ayude a deudores con poca experiencia o conocimientos en materia de reestructuración, y eventualmente facilite las decisiones judiciales cuando surja alguna controversia entre las partes».

Dentro del ámbito del pre-pack administration (arts. 224 ter a 224 septies TRLC) se ha previsto la posibilidad del nombramiento de un experto para recabar ofertas de adquisición de la unidad productiva, que podrá recaer en persona física o jurídica que reúna las condiciones para ser nombrado experto en reestructuraciones o AC. Su misión principal es recabar las ofertas para la venta de una o varias unidades productivas del concursado en situación de insolvencia antes de declararse judicialmente en concurso y llevar a buen fin dicha operación.

Por último, hasta la reforma de la Ley 16/2022, la junta de acreedores era otro órgano más del concurso, sin perjuicio de que su constitución dependía de las circunstancias en que se desarrollase el procedimiento. En la junta se votaba y, en su caso, se aprobaba el convenio en los supuestos previstos en la normativa concursal. Hoy en día, como decimos, este órgano ha dejado de existir.

2.3.  Partes

Al margen de actuaciones procedimentales concretas (p.ej., el incidente concursal o la solicitud de autorización judicial), resulta complejo determinar la condición de parte y, en particular, el lado activo y pasivo en el proceso concursal.

En efecto, el concepto de parte en el proceso civil no es el mismo concepto de parte que en el proceso concursal. Aunque en ambos puedan existir partes procesales que ejerciten derechos subjetivos ante la jurisdicción con la finalidad de obtener una tutela judicial, en el ámbito concursal puede haber ocasiones en las que no haya un debate propiamente contencioso. Y, además, puede existir una parte atípica para el proceso civil, la AC, que actúa en nombre propio pero por cuenta e interés ajeno, cuyo desempeño en el proceso concursal no es estrictamente el de una parte procesal, según la concepción existente de esta institución para el proceso civil (7) .

Efectuada la anterior matización, como partes en el concurso de acreedores, podemos mencionar, en primer lugar, al deudor, persona física o jurídica, que será parte activa del concurso cuando haya solicitado su propia declaración de concurso, mientras que estará en el lado pasivo cuando haya sido declarado en situación de concurso a instancia de un acreedor u otro sujeto legitimado por la ley para ello. El deudor es parte necesaria en todas las secciones del concurso (art. 509.1 TRLC) y actuará siempre representado por procurador y asistido de letrado (art. 510 TRLC).

En segundo lugar, la AC. Aunque su intervención en el procedimiento especial para microempresas no es preceptiva (art. 713 TRLC), este órgano tiene reconocida la condición de parte necesaria en el concurso de acreedores (art. 509.1 TRLC). Será oída sin necesidad de comparecencia en forma, por lo que no se le exige estar representada por procurador. Cuando intervenga en incidentes o recursos, deberá hacerlo asistida de letrado, a no ser que la persona nombrada como AC o el auxiliar delegado tengan tal condición profesional, ya que en ese supuesto la dirección técnica de estos incidentes y recursos se entenderá incluida dentro de sus funciones (art. 511 TRLC).

En tercer lugar, los acreedores, que serán parte activa cuando soliciten la declaración del concurso del deudor, mientras que serán parte pasiva cuando el concursado haya pedido su propio concurso. Los acreedores actuarán representados por procurador y asistidos por letrado para formular la solicitud de concurso necesario, para comparecer en el procedimiento, para presentar solicitudes, demandas o recursos (art. 512.1 TRLC).

En cuarto lugar, las personas que tengan un interés legítimo. Al margen de los acreedores, para solicitar la declaración de concurso de una persona jurídica pueden estar legitimados activamente los socios, miembros o integrantes que sean personalmente responsables de las deudas de aquella (art. 3.3 TRLC). Así mismo, para solicitar la declaración de concurso de la herencia, no aceptada pura y simplemente, estarán legitimados el administrador de la herencia yacente, los herederos y los acreedores del deudor fallecido (art. 568.1 TRLC). También se encontrarían en este grupo el resto de personas que pudieran detentar y acreditar un interés legítimo para instar la declaración de concurso, como pueden ser los trabajadores del concursado. En la sección de calificación del concurso también se hace referencia expresa a terceros legitimados, distintos de los acreedores (art. 450 ter TRLC). El art. 512.3 TRLC determina que las personas que tengan interés legítimo en el concurso podrán comparecer siempre representados por procurador y defendidos por letrado.

En quinto lugar, las Administraciones Públicas y la representación de los trabajadores puede ser parte en el proceso concursal. Sus reglas de postulación procesal se encuentran en el art. 513 TRLC.

En sexto lugar, el Fondo de Garantía Salarial, que tendrá la consideración de parte demandada si en el proceso concursal pudiera derivarse hacia dicho ente la responsabilidad para el abono de salarios o de indemnizaciones a trabajadores, sea en concepto de créditos contra la masa o de créditos concursales (art. 514 TRLC). Este ente estará representado y defendido por sus letrados adscritos (art. 10 del Real Decreto 505/1985, de 6 de marzo).

Finalmente, el Ministerio Fiscal, que dejó de actuar de manera obligatoria en la sección de calificación desde la reforma de la Ley 16/2022. Actualmente interviene en actuaciones concretas, recogidas en los arts. 4, 51.2, 450 bis, 589, 644 y 688 TRLC y 1 LORC, y solo en la medida en que estas actuaciones se produzcan, por lo que el representante del Ministerio Público no es parte necesaria del concurso.

De todos modos, hay que tener en cuenta que durante la tramitación del proceso concursal pueden comparecer e intervenir un número indeterminado de partes, variándose las posiciones y funciones dentro de la estructura del proceso y cuya determinación dependerá, en realidad, de las circunstancias de cada actuación procesal en las que se intervenga (el deudor, p.ej., en unos casos será demandante y en otras demandado) (8) . El nexo común de todas las partes que intervienen es que el objetivo que deben perseguir es siempre la satisfacción general de los intereses de los acreedores del deudor.

3.  Concurso de acreedores

3.1.  Consideraciones generales

La Ley 16/2022 ha desdibujado el principio de unidad procedimental implantado en su día por la LC al establecer, aparte del concurso de acreedores regulado en el libro primero del TRLC, el procedimiento especial para microempresas regulado en el libro tercero del TRLC. No obstante lo anterior, debido a la preponderancia del concurso de acreedores, y por su aplicación supletoria al procedimiento especial para microempresas según se indica en el art. 689 TRLC, las explicaciones dadas a continuación sobre la tramitación procesal se referirán al concurso de acreedores.

En el proceso concursal no encontramos los elementos tradicionales del proceso civil, a saber: escritos iniciales de alegaciones de las partes (demanda y contestación), celebración del juicio y sentencia. El concurso es un instrumento procesal más complejo. Aunque el planteamiento inicial sea, en apariencia, sencillo, pues debe haber una primera fase, denominada común, y una segunda fase, de convenio o de liquidación, lo cierto es que pueden existir otra serie de actuaciones, no necesariamente de poca importancia, que discurrirán paralelas al devenir del concurso.

La ley determina la ordenación documental del concurso en secciones (art. 508 TRLC), evocando cierta semejanza con el extinto art. 1231 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 (9) . En concreto, el concurso se dividide en seis secciones, ordenándose las actuaciones de cada una de ellas en cuantas piezas separadas sean necesarias o convenientes.

La sección primera comprenderá aquello relativo a la declaración de concurso, las medidas cautelares, la conclusión y, en su caso, la reapertura del concurso.

La sección segunda se referirá a todo lo que afecte a la AC, a su nombramiento y cese y, en su caso, del auxiliar delegado, a la determinación de las facultades de la AC, al ejercicio del cargo, a la retribución, a la rendición de cuentas y, si procede, a la responsabilidad civil en que la AC hubiera podido incurrir. En la sección segunda se incluirá también en pieza separada el informe general de la AC con los documentos que lo acompañen y, en su caso, la relación definitiva de acreedores.

La sección tercera abarcará lo relativo a la determinación de la masa activa, los incidentes relativos a los bienes y derechos necesarios para la continuidad de la actividad del concursado, los alzamientos de los embargos, las autorizaciones judiciales y los créditos contra la masa; e incluirá en pieza separada cada uno de los incidentes relativos a la reintegración, a la reducción de la masa activa y las ejecuciones que se inicien o se reanuden contra los bienes y derechos de la masa activa.

La sección cuarta incorporará lo referente a la determinación de la masa pasiva, la comunicación, reconocimiento, graduación y clasificación de los créditos concursales y el pago de los acreedores; y contendrá en pieza separada los juicios declarativos que se acumulen al concurso de acreedores y cada uno de los incidentes relacionados con la inclusión o exclusión de créditos concursales, y su cuantía o clasificación.

La sección quinta comprenderá en piezas separadas lo relativo al convenio y a la liquidación.

Y, por último, la sección sexta incluirá abarcará lo relacionado con la calificación del concurso, sus efectos y la ejecución de la sentencia de calificación del concurso culpable.

Es interesante la aclaración que hace la doctrina de que fases y secciones tienen diferente naturaleza (10) . Por un lado, las fases serían estadios procesales, como puede ser la fase de instrucción, la fase intermedia y la de juicio oral en el proceso penal. El concurso de acreedores se inicia, pues, con la fase común y posteriormente entra en la fase convenio o en la fase de liquidación. Por otro lado, la división en secciones es más bien organizativa respecto de la documentación que componen los autos del concurso donde se tramitan las diferentes actuaciones materiales y procesales que van conformando el proceso concursal.

A continuación explicaremos manera sucinta la estructura procesal del concurso de acreedores.

3.2.  Solicitud de declaración de concurso

La solicitud de declaración de concurso es un acto procesal de postulación encaminado a obtener una resolución judicial por la que se declare la situación de concurso del deudor y se inicie el procedimiento concursal (11) . Sorprende que se haya evitado denominar demanda a esa solicitud, por cuanto esta vendría a ser una suerte de demanda ejecutiva del art. 549 LEC (12) , aunque adaptada a las particularidades del concurso.

Puede ser declarado en concurso cualquier deudor, sea persona física o jurídica (art. 1.1 TRLC).

La solicitud de declaración de concurso presentada por el propio deudor (arts. 6 y ss. TRLC) deberá fundarse en que se encuentra en estado de insolvencia actual (cuando no pueda cumplir regularmente sus obligaciones exigibles) o inminente (cuando prevea que, dentro de los tres meses siguientes, no podrá cumplir regular y puntualmente sus obligaciones), según se establece en los arts. 2.2. y 2.3 TRLC. La probabilidad de insolvencia (nuevo estado introducido por la Ley 16/2022) se reserva exclusivamente para el preconcurso (art. 584 TRLC).

Si la solicitud de declaración de concurso la presenta un acreedor (art. 13.1 TRLC), expresará el origen, la naturaleza, el importe, las fechas de adquisición y vencimiento, y la situación actual del crédito, del que acompañará la documentación acreditativa, indicando la relación fáctica en que fundamenta el estado de insolvencia del deudor.

Los demás legitimados deberán expresar en la solicitud el carácter con el que la formulan, y acompañarán el documento del que resulte su legitimación o propondrán la prueba oportuna para acreditarla (art. 13.2 TRLC). La solicitud deberá fundarse en alguno de los hechos externos reveladores del estado de insolvencia previstos en el art. 2.4 TRLC: (i) la existencia de una previa declaración judicial o administrativa de insolvencia del deudor, siempre que sea firme; (ii) la existencia de un título por el cual se haya despachado mandamiento de ejecución o apremio sin que del embargo hubieran resultado bienes libres conocidos bastantes para el pago; (iii) la existencia de embargos por ejecuciones en curso que afecten de una manera general al patrimonio del deudor; (iv) el sobreseimiento generalizado en el pago corriente de las obligaciones del deudor; (v) el sobreseimiento generalizado en el pago de obligaciones tributarias, de seguridad social o salariales; o (vi) el alzamiento o la liquidación apresurada o ruinosa de sus bienes por el deudor.

3.3.  Declaración judicial del concurso

Según el art. 29.1 TRLC, el concurso de acreedores tendrá la consideración de voluntario cuando la primera de las solicitudes la hubiera presentado el propio deudor y se considerará necesario en los demás casos, con la excepción prevista en el art. 29.2 TRLC.

En el concurso voluntario, el Juez examinará los presupuestos procesales de aplicación, así como los documentos que acrediten la legitimación y el presupuesto objetivo del concurso (la insolvencia) para decidir sobre la admisión a trámite de la solicitud de declaración de concurso. En caso de concurrir todos los requisitos y presupuestos exigidos, dictará auto declarando el concurso voluntario del deudor sin más trámites (art. 10.2 TRLC). Como vemos, se ha previsto una tramitación sin contradicción previa.

En el concurso necesario, una vez admitida a trámite la solicitud, si el deudor no se opone o se allana a la pretensión del instante del concurso o si, antes de ser emplazado para oponerse a la solicitud de concurso, hubiera solicitado su propia declaración de concurso (art. 19 TRLC), el Juez dictará auto declarando el concurso.

En cambio, si el deudor se opone, se seguirá el procedimiento regulado en los arts. 20 y ss. TRLC. Básicamente consiste en que, presentados los escritos de solicitud de concurso y de oposición, el LAJ citará a las partes a una vista, en la que, tras la ratificación de sus respectivas posiciones, el Juez decidirá sobre la pertinencia de los medios de prueba propuestos, practicándose en ese momento aquellas pruebas que pueda llevarse a cabo en la vista y, en su caso, señalando el LAJ otro día para la práctica de las que no puedan hacerse en ese momento. Después de todo ello, el Juez dictará auto resolviendo sobre la solicitud de concurso necesario. Podrá estimarla y acordar la declaración de concurso o, por el contrario, desestimar la solicitud (art. 24 TRLC).

De acuerdo con el art. 28 TRLC, el auto de declaración de concurso (13)  contendrá los siguientes pronunciamientos: (i) el carácter voluntario o necesario del concurso, con indicación, en su caso, de si el deudor ha presentado propuesta de convenio, ha solicitado la liquidación de la masa activa o ha formulado una oferta vinculante de adquisición de unidad productiva; (ii) los efectos sobre las facultades de administración y disposición del deudor respecto de la masa activa; (iii) el nombramiento de la AC; (iv) el llamamiento a los acreedores para que pongan en conocimiento de la AC la existencia de sus créditos en el plazo legalmente establecido; y (v) la publicidad que haya de darse a la declaración de concurso. En caso de concurso necesario, el auto deberá contener, además, el requerimiento al concursado por diez días para que presente los mismos documentos que debiera acompañar a una solicitud de concurso voluntario. También podrá el Juez acordar determinadas medidas cautelares en el auto de declaración de concurso (art. 28.3 TRLC).

Con el dictado del auto declarando el concurso se dará curso a las actuaciones previstas en las secciones segunda, tercera y cuarta del concurso.

3.4.  Efectos de la declaración del concurso

3.4.1.  Sobre el deudor

La declaración de concurso modifica el estatuto jurídico del deudor concursado. Sus facultades patrimoniales en el concurso voluntario se conservarán como normal general, pero, para su ejercicio, estará sometido a la intervención de la AC, que podrá autorizar o denegar la autorización pedida por el deudor según considere conveniente. En el concurso necesario, el deudor tendrá suspendidas dichas facultades y será sustituido por la AC en su ejercicio (arts. 106 y 107 TRLC). No obstante, el Juez puede modificar esta situación mediante auto en los términos previstos en el art. 108 TRLC. Los actos del concursado que infrinjan la limitación o la suspensión de las facultades patrimoniales acordada por el Juez del concurso podrán ser anulados a instancia de la AC (art. 109 TRLC). Así mismo, el Juez puede acordar determinadas medidas limitativas de derechos fundamentales del concursado establecidas en la LORC (art. 105 TRLC).

La declaración de concurso no interrumpirá la actividad profesional o empresarial que viniera ejerciendo el deudor, y hasta que la AC acepte el cargo podrá realizar los actos que sean imprescindibles para la continuación de su actividad, siempre que se ajusten a las condiciones normales del mercado (art. 111 TRLC).

El concursado persona natural y los administradores o liquidadores de la persona jurídica concursada, y quienes hayan desempeñado estos cargos dentro de los dos años anteriores a la declaración del concurso, tienen los deberes de comparecer personalmente ante el Juzgado y la AC cuantas veces sean requeridos y de colaborar e informar en todo lo necesario o conveniente para el interés del concurso (art. 135 TRLC).

Además, hay otra serie de efectos para el concursado persona física (derecho a percibir y prestar alimentos en determinadas circunstancias, derecho a disolver la sociedad conyugal, destino de la vivienda habitual, etc.); para el concursado persona jurídica (mantenimiento de los órganos de la persona jurídica, representación frente a terceros, afectación a los apoderamientos otorgados, acciones frente a socios, administradores, liquidadores o auditores de la personas jurídica, embargo de bienes, etc.); y también para el concursado en general (cierre de establecimientos y oficinas, representación procesal y defensa técnica, subsistencia de la obligación de formulación y auditoría de cuentas anuales, etc.).

3.4.2.  Sobre los acreedores

Los acreedores, y en particular sus créditos, pasan a quedar integrados dentro de la masa pasiva del concurso por imperativo legal del art. 251 TRLC, excepto si son considerados legalmente como acreedores contra la masa, que tienen un régimen distinto (art. 242 y ss. TRLC).

3.4.3.  Sobre las acciones y procedimientos

La declaración de concurso afectará a los procesos del deudor de índole no personal, es decir, de carácter patrimonial, aunque también a los de índole personal cuando la materia litigiosa pueda tener implicaciones con el patrimonio del concursado (14) .

Así, desde la declaración judicial de concurso y hasta la fecha de eficacia del convenio o, si no se hubiera aprobado este o el aprobado se hubiera incumplido, hasta la conclusión del procedimiento, los jueces del orden civil y del orden social no admitirán a trámite las demandas que se presenten en las que se ejerciten acciones que sean competencia del Juez del concurso, previniendo a las partes que usen de su derecho ante este último. De admitirse a trámite dichas demandas, deberá acordarse la nulidad de las actuaciones que se hubieran practicado y el archivo de las actuaciones (art. 136 TRLC).

Los procesos declarativos que se encuentren en tramitación a la fecha de la declaración de concurso en los que el concursado sea parte continuarán sustanciándose ante el mismo tribunal que estuviere conociendo de ellos hasta la firmeza de la sentencia (art. 137 TRLC), con las excepciones que se prevean en la ley (art. 138 TRLC).

Los procedimientos de arbitraje y mediación en trámite a la fecha de la declaración de concurso continuarán hasta la terminación de la mediación o hasta la firmeza del laudo arbitral (art. 140.2 TRLC). La declaración de concurso, por sí sola, no afectará a la vigencia de los pactos de mediación, ni a los convenios arbitrales suscritos por el deudor.

Las sentencias judiciales y los laudos arbitrales firmes, se hayan dictado antes o después de la declaración de concurso, vincularán al Juez del concurso, quien dará a estas resoluciones el tratamiento concursal que corresponda (art. 141 TRLC).

Respecto de las ejecuciones, declarado el concurso no podrán iniciarse ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, ni tampoco seguirse apremios administrativos o tributarios contra el deudor, sin perjuicio de las particularidades que la propia norma concursal establece (art. 142 TRLC). Las actuaciones y los procedimientos de ejecución contra los bienes o derechos de la masa activa que estuvieran en tramitación quedarán en suspenso desde la fecha de declaración de concurso (art. 143.1 TRLC). De todas maneras, hay que tener presente toda la serie de previsiones específicas en materia de actuaciones ejecutivas reguladas en los arts. 142 a 151 TRLC, incluyendo reglas especiales para los procedimientos de ejecución hipotecaria.

3.4.4.  Sobre los créditos

En cuanto a los créditos, se suspende el devengo de intereses, salvo los correspondientes a créditos con garantía real y a los créditos salariales, se impone la prohibición con carácter general de compensación de créditos, se regula el derecho de retención y se interrumpe la prescripción de acciones en determinados casos (arts. 152 a 155 TRLC).

3.4.5.  Sobre los contratos

La idea general es mantener la vigencia de todos aquellos contratos en los que sea parte el concursado, siempre que ello no perjudique a los intereses del concurso. Por ello, el art. 156 TRLC establece que se tendrán por no puestas en un contrato las cláusulas que establezcan la facultad de la otra parte de suspender o de modificar las obligaciones o los efectos del contrato, así como la facultad de resolución o la de extinción del mismo por la declaración de concurso de cualquiera de las partes o por la apertura de la fase de liquidación de la masa activa. En este sentido, el TRLC dedica especial atención a esta materia, regulando los supuestos más comunes y, también, aquellos que pudieran dar lugar a más problemas: contratos pendientes de cumplimiento por uno de los contratantes, contratos con obligaciones recíprocas, resolución por incumplimiento, resolución judicial del contrato en interés del concurso, rehabilitación de contratos, contratos de trabajo y sobre los convenios colectivos, o contratos del personal de alta dirección (arts. 156 a 191 TRLC).

3.5.  Fase común

El auto de declaración de concurso abrirá la fase común del concurso (art. 30.1 TRLC). Las finalidades de la fase común del concurso son, básicamente, determinar la situación real del patrimonio del concursado (su activo y su pasivo) e impedir que este patrimonio sufra perjuicio o disminución durante la pendencia del procedimiento a consecuencia de la actividad del deudor (15) . La AC cobra un notorio protagonismo durante esta fase del concurso al llevar a cabo todas aquellas actuaciones necesarias para fijar con la mayor exactitud posible la situación de insolvencia del deudor, lo cual servirá luego para canalizar la solución al concurso (16) .

Tras haberse dotado de la debida publicidad a la declaración judicial de concurso y después de que los acreedores hayan realizado el trámite de comunicar sus créditos a la AC, esta cumplirá una de sus principales funciones con la elaboración del informe general del art. 290 TRLC y del inventario de la masa activa, la lista de acreedores y, si se hubiera presentado propuesta de convenio, el informe de evaluación. Una vez presentado el informe general en la oficina judicial, se podrán formular impugnaciones al inventario de la masa activa y/o a la lista de acreedores (arts. 297 y ss. TRLC).

En el ámbito concursal, los créditos pueden ser contra la masa (art. 242 TRLC) o concursales (art. 269 TRLC). Los primeros son créditos nacidos con posterioridad a la declaración del concurso (salvo algunas excepciones que la propia norma recoge), no se integran en la masa pasiva del concurso y, como norma general, se satisfacen a sus respectivos vencimientos. Y los segundos, normalmente se han devengado con anterioridad al concurso, sí se integran en la masa pasiva y se pagan de la manera reglamentada en el TRLC. Los créditos concursales pueden clasificarse, a su vez, en créditos con privilegio especial si afectan a determinados bienes o derechos (art. 270 TRLC), créditos con privilegio general si afectan a todo el patrimonio del deudor (art. 280 TRLC), créditos ordinarios (art. 269.3 TRLC) y subordinados (art. 281 TRLC).

Dentro de los quince días siguientes al de presentación del informe general de la AC, el LAJ dictará decreto poniendo fin a la fase común del concurso, con simultánea apertura de la fase de liquidación si todavía no estuviera abierta, salvo que se hubiera presentado propuesta de convenio (art. 296 bis TRLC).

3.6.  Fase de convenio

El convenio es un acuerdo de voluntades entre el concursado y sus acreedores, sancionado por el Juez del concurso, que tiene por objeto satisfacer los créditos de los acreedores mediante quitas (reducciones de los créditos) y/o esperas (aplazamientos en los pagos), sin perjuicio de otras posibilidades previstas legalmente (p.ej., modificaciones estructurales, asunción de continuidad, contenidos alternativos, etc.).

Según se establecía en la E. de M. de la LC, el convenio debía ser la solución normal del concurso. Ahora bien, visto con la perspectiva que dan los años transcurridos desde entonces, podemos decir que la loable intención del legislador no ha sido avalada en la práctica, donde apenas un 10% de los concursos han acabado con un convenio aprobado. De hecho, en el Preámbulo de la Ley 16/2022 se reconoce, como error de concepción, el haber considerado el convenio como la solución normal a la insolvencia. Por este motivo y en aras a no dejar de fomentar esta vía, la reforma de la Ley 16/2022 eliminó gran cantidad de trámites en la fase de convenio (p.ej., la propuesta anticipada de convenio o la junta de acreedores).

El convenio debe estar redactado por escrito y firmado (art. 316.1 TRLC). El contenido del convenio deberá contener proposiciones de quita y/o de espera (art. 317.1 TRLC). También podrá incluirse la fusión, escisión o cesión global de activo o pasivo de la persona jurídica concursada (art. 317.1 bis TRLC). Así mismo, la propuesta de convenio podrá contener, para todos o algunos acreedores o para determinadas clases de acreedores, con excepción de los acreedores públicos, cuantas proposiciones adicionales considere convenientes el proponente o proponentes sin más limitaciones que las establecidas legalmente (art. 317.2 TRLC). También se prevé en la ley otras modalidades, como la propuesta de convenio con asunción (art. 324 TRLC) o la propuesta de convenio con contenido alternativo (arts. 325 y ss. TRLC). A las propuestas de convenio se adjuntará un plan de pagos (art. 331 TRLC) y, en determinados, también un plan de viabilidad (art. 332 TRLC).

El concursado podrá presentar la propuesta de convenio, acompañada o no de las adhesiones que considere conveniente, junto con la solicitud de declaración de concurso o en cualquier momento posterior, pero siempre que no hayan transcurrido quince días a contar desde la presentación del informe general de la AC (art. 337 TRLC). También podrán presentar propuesta de convenio aquellos acreedores personados cuyos créditos, individual o conjuntamente, superen una quinta parte del total pasivo (art. 338.1 TRLC).

El procedimiento de admisión de las propuestas de convenio se prevé en los arts. 341 a 346 TRLC.

Como ya hemos anticipado, la Ley 16/2022 —posiblemente con buen criterio— ha suprimido un órgano paradigmático del concurso hasta el momento: la junta de acreedores. De manera que, para prestar consentimiento a la propuesta de convenio, solamente se podrá hacer mediante adhesión, que deberá efectuarse mediante firma ológrafa o electrónica (art. 355 TRLC). La AC analizará y computará las adhesiones en los términos previstos en los arts. 361 y 376 a 380 TRLC. Si se hubiera obtenido la aceptación de los acreedores con las mayorías exigida por la ley, el LAJ someterá el convenio aceptado a la aprobación del Juez (art. 381 TRC). Quienes no se hubieran adherido a la propuesta, y también la AC, estarán legitimados para formular oposición a la aprobación judicial del convenio (arts. 382 a 384 TRLC). La oposición seguirá los trámites previstos para el incidente concursal (art. 386 TRLC). El Juez podrá, de oficio, rechazar la aprobación judicial del convenio si aprecia que no se cumplen los requisitos establecidos en la ley (art. 392 TRLC).

La plena eficacia del convenio se adquiere tras la firmeza de la sentencia de aprobación del mismo. Como consecuencia de dicha firmeza, se producirán una serie de efectos, como el cese de la AC en su cargo o la supresión de los efectos de la declaración de concurso.

El pago a los acreedores se realizará de acuerdo con las disposiciones incluidas en el convenio aprobado judicialmente (arts. 396 a 398 TRLC).

La ley reconoce la posibilidad de que el convenio se incumpla, motivo por el cual se habilita un trámite procesal para solicitar la declaración judicial de incumplimiento del convenio, siguiéndose los cauces del incidente concursal (art. 402 a 404 TRLC).

3.7.  Fase de liquidación

La fase de liquidación se abrirá cuando lo pida el concursado (art. 406 TRLC); cuando se estime la petición de la AC sobre la base del cese, total o parcial, de la actividad profesional y económica del deudor (art. 408 TRLC); y en los supuestos en los que debe procederse a su apertura de oficio, regulados en el 409 TRLC, esto es: (i) no haber presentado dentro del plazo legal ninguna propuesta de convenio o no haber sido admitidas a trámite las que hubieren sido presentadas; (ii) no haberse aceptado por los acreedores ninguna propuesta de convenio; (iii) haberse rechazado por resolución judicial firme el convenio aceptado por los acreedores; (iv) haberse declarado por resolución judicial firme la nulidad del convenio aprobado por el Juez; o (v) haberse declarado por resolución judicial firme el incumplimiento del convenio.

La apertura de la fase de liquidación produce, entre otros, los siguientes efectos: si el concursado fuera persona natural, la suspensión del ejercicio de las facultades de administración y de disposición sobre los bienes y derechos que integran la masa activa, o la extinción del derecho a alimentos con cargo a la masa activa; y si fuera persona jurídica, la declaración de disolución y, en todo caso, el cese de los administradores o liquidadores, que serán sustituidos a todos los efectos por la AC (art. 411 a 414 bis TRLC).

La Ley 16/2022 trajo consigo la supresión de otra institución referencial hasta el momento del concurso de acreedores: el plan de liquidación. En la actualidad, al acordar la apertura de la liquidación de la masa activa, el Juez, previa audiencia de la AC, podrá establecer las reglas especiales de liquidación que considere oportunas¸ así como, bien de oficio o a solicitud de la AC, modificar las que hubiera establecido (art. 415.1 TRLC). De no establecerse reglas especiales de liquidación, la AC realizará los bienes y derechos de la masa activa del modo más conveniente para el interés del concurso sin más limitaciones que las establecidas en los arts. 422 a 423 bis TRLC y en el capítulo III del título IV del libro primero del TRLC, relativo a la conservación y de la enajenación de la masa activa, y que, entre otras cuestiones, contiene previsiones en materia de transmisión de unidades productivas. En efecto, es importante tener en cuenta la posibilidad que existe de transmitir la unidad productiva del concursado, entendida esta como conjunto de medios organizados para el ejercicio de una actividad económica esencial o accesoria (art. 200.2 TRLC).

Mientras se tramita esta fase, la AC tiene obligación de presentar trimestralmente un informe sobre el estado de las operaciones liquidativas, al que se unirá una relación de los créditos contra la masa, en la que se detallarán y cuantificarán los devengados y pendientes de pago, con indicación de sus respectivos vencimientos (art. 424 TRLC).

El objetivo de la fase de liquidación es, en definitiva, la realización de los bienes y derechos del deudor para pagar las deudas a sus acreedores concursales (arts. 429 a 440 TRLC) y a sus acreedores contra la masa (art. 244 TRLC).

3.8.  Sección de calificación

Con la LC de 2003 se instauró en el proceso concursal lo que se denomina la sección sexta o sección de calificación. Se trata de una pieza procedimental en la que tiene lugar el enjuiciamiento de la conducta del deudor en torno a la generación o agravación del estado de insolvencia, al objeto de depurar, en su caso, las oportunas responsabilidades civiles. Con la Ley 16/2022 se han implementado importantes cambios.

La sección de calificación se tramitará siempre y en todo caso, y se abrirá cuando se ponga fin a la fase común (art. 446 TRLC). Dentro de los quince días siguientes al de la presentación del inventario y de la lista de acreedores provisionales, la AC presentará un informe razonado y documentado sobre los hechos relevantes para la calificación del concurso, con propuesta de resolución (art. 448.1 TRLC). También podrán presentar informe de calificación los acreedores que hubieran formulado alegaciones para la calificación del concurso como culpable (art. 447 TRLC) siempre que representen, al menos, el 5% del pasivo o sean titulares de créditos por importe superior a un millón de euros según el listado de acreedores provisional (art. 449 TRLC).

Si la AC solicita en su informe la calificación del concurso como fortuito y los acreedores legitimados no hubieran presentado informe de calificación, el Juez acordará el archivo de la sección sin más trámites y sin posibilidad de recurso (art. 450.6 TRLC).

En cambio, si en alguno de los informes emitidos se hubiera solicitado la calificación del concurso como culpable, se dará audiencia al deudor, a las personas que pudiera resultar afectadas por la calificación y a los cómplices, para que comparezcan y formulen alegaciones (art. 450 TRLC). Si no hubiera oposición, el Juez dictaría sentencia como estime procedente en derecho. En cambio, si se formulase oposición a la calificación culpable, entonces se seguirían los trámites del incidente concursal para su resolución (art. 451 TRLC).

Los efectos de la calificación del concurso se recogen en la sentencia de calificación que dicte el Juez, que podrá ser objeto de recurso de apelación y, en su caso, posterior de casación. Su contenido viene previsto en los arts. 455 y 456 TRLC: la determinación de las personas afectadas por la calificación, así como, en su caso, la de las declaradas cómplices; la inhabilitación para administrar bienes o para representar a terceras personas; la pérdida de derechos como acreedores; la condena a devolver bienes; la condena a indemnizar daños y perjuicios; y la condena a abonar el déficit concursal.

3.9.  Conclusión y reapertura

El concurso puede concluir por diferentes causas. Están reguladas pormenorizadamente en los arts. 465 y ss. TRLC (firmeza del auto de la Audiencia Provincial revocando el auto de declaración de concurso, existencia de un solo acreedor en la lista definitiva de acreedores, firmeza del desistimiento o de la renuncia de la totalidad de los acreedores reconocidos tras la finalización de la fase común, etc.). En el art. 481 TRLC se determina el sistema de recursos contra el auto resolviendo la petición de conclusión del concurso.

La AC tendrá que presentar el informe de rendición de cuentas al momento de acordarse la conclusión del concurso (art. 478 TRLC).

También hay casos en los que, si bien se ha declarado la conclusión del concurso, tiene lugar la reapertura del mismo, para lo cual deben concurrir los requisitos establecidos en los arts. 503 a 507 TRLC.

3.10.  Exoneración del pasivo insatisfecho

La exoneración del pasivo insatisfecho consiste en la posibilidad legalmente establecida para que, dentro de un proceso concursal, las personas naturales, siempre y cuando se trate de un deudor de buena fe, puedan verse exoneradas de todas sus deudas, salvo aquellas que, excepcionalmente o por su naturaleza, se consideran no exonerables legalmente.

En esencia, hay dos vías para acceder a la exoneración. De un lado, con sujeción a un plan de pagos sin previa liquidación de la masa activa. Y de otro lado, con liquidación de la masa activa si la causa de conclusión del concurso ha sido la finalización de la fase de liquidación de la masa activa o la insuficiencia de la masa activa para satisfacer los créditos contra la masa (art. 486 TRLC).

La tramitación, aprobación e impugnación de la primera vía para la concesión de la exoneración del pasivo insatisfecho (sujeción a un plan de pagos) se regula en los 495 a 500 bis TRLC), y de la segunda vía (tras la liquidación de la masa activa) en los arts. 501 y 502 TRLC.

En la ley se prevén las excepciones para obtener la exoneración (art. 487 TRLC), las prohibiciones (art. 488 TRLC), su alcance (art. 489 TRLC) y sus efectos (arts. 490 a 492 ter TRLC). También se ha previsto la posibilidad de revocar la exoneración en determinados supuestos (arts. 493 a 493 ter TRLC).

La reforma de la Ley 16/2022 ha implementado una serie de novedades con respecto al régimen anterior, relativas a la posibilidad legal de mantener la vivienda habitual, la supresión de la necesidad de haber abonado determinado porcentaje de crédito para lograr la exoneración o la controvertida protección de créditos de derecho público, con un máximo exonerable de 10.000 euros para créditos de la Agencia Española de la Administración Tributaria y otros 10.000 euros para créditos de la Tesorería General de la Seguridad Social.

3.11.  Incidente concursal

La E. de M. de la LC definía al incidente concursal como un procedimiento especial a través del cual se ventilan todas las cuestiones que se susciten durante el concurso y que no tengan señalada en la ley otra tramitación distinta (art. 532.1 TRLC).

Será parte actora la que inste el incidente, mientras que será demandada aquella contra la que se dirija la pretensión ejercitada en la demanda incidental. La tramitación, en esencia, se lleva a cabo por los cauces del juicio verbal regulado en la LEC con determinadas particularidades recogidas en el texto concursal (las partes propondrán los medios de prueba en los escritos rectores de demanda y contestación; el Juez podrá inadmitir la demanda si la cuestión sometida a debate es impertinente o carece de la entidad necesaria para tramitar por la vía incidental; las cuestiones procesales que planteen las partes se resolverán por escrito con carácter previo a la celebración de la vista; y la vista no se celebrará en determinados supuestos recogidos en la ley). Así pues, el incidente concursal queda conformado como un híbrido entre el juicio ordinario y el verbal de la legislación procesal común. Se resolverá por sentencia que producirá efectos de cosa juzgada y será impugnable mediante recurso de apelación.

A efectos meramente ejemplificativos, podemos referir alguno de los incidentes regulados de manera expresa en el TRLC: recusación de la AC (art. 74.2), compensación de créditos (art. 153.3), resolución de contratos (arts. 162 y 165.3), acción rescisoria (art. 234), acción de separación (art. 239.2), pago de créditos contra la masa (art. 247), impugnación del inventario y/o del listado de acreedores (art. 300), oposición a la aprobación judicial del convenio (art. 386), incumplimiento del convenio (art. 403.2), oposición a la calificación del concurso (art. 451.1), u oposición a la conclusión del concurso (art. 469.1). Sin embargo, que no esté previsto expresamente un incidente concursal para resolver determinada controversia que pueda surgir en el seno del concurso no impide que no pueda tramitarse por ese cauce, pues en unos casos esas controversias tienen un tratamiento específico en el TRLC, pero en otros casos no.

En cuanto al incidente concursal laboral, su ámbito de aplicación y tramitación se regula en el art. 541 TRLC.

3.12.  Concursos con especialidades

En el título XIV del libro primero del TRLC se regulan los concursos con especialidades: el concurso de la herencia (arts. 567 a 571 TRLC); el concurso de entidades de crédito, de empresas de servicios de inversión, de entidades aseguradoras, de entidades que sean miembros de mercados regulados y de entidades participantes en los sistemas de compensación y liquidación de valores (art. 578 TRLC); el concurso de empresas concesionarias de obras y servicios públicos o contratistas de las administraciones públicas y de titulares de concesiones sobre el dominio público (arts. 579 a 581 TRLC); y el concurso de entidades deportivas (art. 582 TRLC). Este tipo concursos cuentan con una serie de disposiciones generales sobre comunicaciones y notificaciones, y en materia de especialidades de la AC (arts. 572 a 577 TRLC).

4.  Preconcurso

4.1.  Comunicación de inicio de negociaciones

De un tiempo a esta parte, pero especialmente tras la Ley 16/2022, ha quedado claro que el deseo del legislador pasa por fomentar las soluciones preconcursales para superar las situaciones de insolvencia.

Así, el deudor en situación de probabilidad de insolvencia, de insolvencia actual o de insolvencia inminente, puede evitar solicitar la declaración judicial de concurso comunicando al Juzgado que se encuentra en negociaciones con sus acreedores, o que tiene la intención de iniciarlas de inmediato, para alcanzar un plan de reestructuración que le permita superar la situación en que se encuentra (art. 585 TRLC).

Los efectos que se producen como consecuencia de presentar esta comunicación se regulan en los arts. 594 a 610 TRLC. Podemos destacar que la comunicación no afectará a las facultades de administración y disposición del deudor sobre sus propios bienes y derechos, ni, al menos como norma general, a los contratos en vigor. La comunicación tampoco impedirá el inicio de nuevas ejecuciones judiciales o extrajudiciales o la suspensión de las que se encuentren en trámite, sin perjuicio de existir ciertas particularidades en materia de ejecuciones con garantía real. Por último, la comunicación no permitirá que se admitan a trámite solicitudes de declaración de concurso necesario posteriores a la presentación de la comunicación (art. 601.1 TRLC).

El contenido de la comunicación efectuada por el deudor se regula minuciosamente en el art. 586 TRLC.

Según establece el art. 588 TRLC, si el LAJ estima que el Juzgado es competente y que la comunicación cumple con todos los requisitos formales, dictará decreto teniéndola por efectuada, con el contenido descrito en el art. 590 TRLC. Contra este decreto cabrá recurso (art. 590.3 y 598.2 TRLC)

Pese a todo, el deudor que, dentro de los tres meses a contar desde la comunicación al Juzgado, no hubiera alcanzado un plan de reestructuración con sus acreedores, queda obligado a solicitar la declaración en concurso dentro del mes siguiente (art. 611 TRLC).

4.2.  Planes de reestructuración

La Ley 16/2022 introdujo la figura de los planes de reestructuración en sustitución de los acuerdos de refinanciación y acuerdos extrajudiciales de pago que se contenían en la LC y en la versión inicial del TRLC.

Un plan de reestructuración es un acuerdo entre el deudor y sus acreedores que tiene por objeto la modificación de la composición, de las condiciones o de la estructura del activo y del pasivo del deudor, o de sus fondos propios, incluidas las transmisiones de activos, unidades productivas o de la totalidad de la empresa en funcionamiento, así como cualquier otro cambio operativo necesario, o una combinación de estos elementos (art. 614 TRLC).

Su contenido mínimo se establece en el art. 633 TRLC: identidad del deudor; si fue nombrado, identidad del experto en reestructuración; descripción de la situación económica del deudor, la situación de los trabajadores y las causas y alcance de las dificultades económicas; el activo y el pasivo; los acreedores afectados, con expresión del importe y de la clase; los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento que vayan a quedar resueltos; etc. El plan se formalizará en documento público ante Notario (art. 634.1 TRLC).

Se requerirá que los planes de reestructuración sean homologados judicialmente en los casos descritos en el art. 635 TRLC: (i) cuando se pretenda imponer a los acreedores o clases de acreedores disidentes el contenido del plan; (ii) cuando se pretendan resolver contratos en interés de la reestructuración; y (iii) cuando se pretenda proteger la financiación interina y la nueva financiación. El Juez competente para conocer de la solicitud de la homologación judicial del plan será aquel que fuera competente para conocer de la declaración judicial del concurso (art. 641 TRLC). El procedimiento de homologación se regula en los arts. 641 a 652 TRLC. Esencialmente consiste en la presentación de la solicitud en los términos indicados en el art. 643 TRLC. En caso de que el Juzgado sea competente para conocer de la misma y se cumplan los requisitos formales y materiales indicados en la ley, el Juez dictará auto de homologación. Es decir, la intervención judicial durante la homologación del plan de reestructuración se reduce a lo imprescindible.

Ahora bien, ese auto puede ser impugnado de acuerdo con las particulares reglas recogidas en los arts. 653 a 663 TRLC. Básicamente hay dos posibilidades de impugnación —en principio— alternativas: o bien la impugnación directa del auto ante la Audiencia Provincial competente (art. 653 a 661 TRLC), o bien a través de la contradicción previa a la homologación judicial del plan como una suerte de impugnación anticipada (art. 662 y 663 TRLC).

5.  Procedimiento especial para microempresas

5.1.  Consideraciones generales

El legislador español introdujo por medio de la Ley 16/2022 un procedimiento específico y exclusivo para resolver una tipología de insolvencias concretas en el nuevo libro tercero del TRLC: el procedimiento especial para microempresas.

Es curioso que el Preámbulo de la Ley 16/2022 hable de este procedimiento como «pieza necesaria de la transposición al derecho español de la Directiva 2019/1023», cuando se ha afirmado que la norma comunitaria no imponía a los estados miembros la obligación de establecer un procedimiento especial para las microempresas (17) .

En el ámbito del derecho comparado existen, con carácter general, dos tipos de régimen en materia de insolvencia de microempresas. De un lado, aquellos que, sobre el procedimiento general de insolvencia, introducen determinadas especialidades para este tipo de entes; y, de otro lado, los que directamente crean un procedimiento específico ex novo para dar solución al concurso de las microempresas (18) .

En España se ha optado por un modelo mixto, en el sentido de introducir determinadas especialidades al concurso de acreedores, pero creando para ello un nuevo procedimiento, diferenciado de aquel, que se caracteriza por sus notas de agilidad y flexibilidad, con acortamiento de plazos y trámites, reducción de costes y simplificación al máximo de su estructura. En fin, el procedimiento especial persigue proporcionar a las microempresas insolventes una vía rápida, simplificada y flexible para poner fin a un proyecto empresarial que resulta inviable, aminorando los costes fijos del concurso de acreedores (19) .

Entre otras características, podemos distinguir que el nombramiento de la AC no es preceptivo, que la tramitación y comunicaciones se llevan a cabo mediante formularios online normalizados, que se suprime la fase común (que sí existe en el concurso de acreedores), que puede optarse por una de las dos modalidades o fases en que se ramifica el procedimiento (continuación o liquidación) o que existe una sección de calificación abreviada. Sin perjuicio de lo regulado específicamente para este procedimiento, con carácter supletorio rigen las normas previstas para el concurso de acreedores (art. 689 TRLC).

Así las cosas, y como ya hemos indicado anteriormente, el principio de unidad procedimental instaurado por la LC de 2003 se ha visto fracturado con la introducción de este procedimiento especial para microempresas.

Su ámbito de aplicación se recoge en el art. 685 TRLC. Va dirigido a personas naturales o jurídicas que lleven a cabo una actividad empresarial o profesional y hayan empleado durante el año anterior a la solicitud de concurso una media de menos de diez trabajadores y tengan un volumen de negocio anual inferior a 700.000 euros o un pasivo inferior a 350.000 euros según las últimas cuentas cerradas en el ejercicio anterior a la presentación de la solicitud (art. 685.1 TRLC).

El procedimiento especial para microempresas se estructura en dos fases. Una primera que consiste en la apertura de un período de negociación de tres meses para que deudor y acreedores puedan acordar un plan de continuación o una liquidación con transmisión de empresa en funcionamiento (art. 690.1 TRLC). Y una segunda, que puede tramitarse siguiendo dos itinerarios, como procedimiento de continuación o como procedimiento de liquidación, con o sin transmisión de la empresa en funcionamiento (art. 685.5 TRLC). Ambos dos procedimientos participan además de la aplicación de un conjunto de reglas comunes reguladas en los arts. 685 a 696 TRLC que versan sobre el ámbito del procedimiento, el presupuesto objetivo y subjetivo, las reglas procesales (entre ellas, la imposibilidad de recurrir autos y sentencias, salvo disposición expresa en otro sentido), las consecuencias para el deudor por aportación de documentación inexacta o falsa, la comunicación del inicio de negociaciones con los acreedores, determinadas particularidades en el ejercicio de acciones rescisorias, la conversión del procedimiento de continuación al de liquidación y viceversa o los efectos de la apertura del procedimiento especial para microempresas.

A continuación, y sin ánimo de exhaustividad, explicaremos muy someramente la tramitación del procedimiento.

5.2.  Solicitud, negociación y apertura del procedimiento especial

La solicitud de apertura de procedimiento especial para microempresas se presentará por el deudor, asistido de letrado y representado por procurador, a través de medios electrónicos mediante formulario normalizado (arts. 690.2 y 691.1 TRLC). Ello no obstante, también se prevé la posibilidad de que la solicitud la presente un acreedor u otro sujeto legitimado (arts. 691 ter y 691 quinquies TRLC).

Tras la solicitud se contempla un período no prorrogable de tres meses para negociar un acuerdo que permita formalizar un plan de continuación o llevar a cabo la liquidación con transmisión de la empresa en funcionamiento (art. 690 TRLC); periodo durante el cual se suspenden las ejecuciones singulares. Transcurrido dicho plazo sin que se alcance un acuerdo sobre el plan de continuación o la enajenación de la empresa, el deudor dispone de cinco días para solicitar la apertura del procedimiento especial (art. 690.7 TRLC).

En el formulario normalizado de solicitud deberá incluirse una referencia al activo (con una valoración de cada partida) y al pasivo (identificándose de forma individualizada cada acreedor), la cuantía de cada crédito, su naturaleza concursal y los créditos litigiosos. Este proceder tiene su razón de ser en la inexistencia de una fase común similar a la del concurso de acreedores y, con ello, también, de la falta de un informe general de la AC, cuya intervención viene notablemente limitada en este procedimiento, careciendo todavía de elementos para valorar si esta decisión ha sido acertada o no.

La apertura del procedimiento especial se declarará mediante auto, que incluirá la identificación del deudor; el tipo de procedimiento especial; en su caso, la mención de los distintos módulos seleccionados por el solicitante; y si el procedimiento especial se declara sobre la base de probabilidad de insolvencia, de insolvencia inminente o de insolvencia actual.

El art. 693.1 TRLC determina que el deudor o los acreedores u otros sujetos legitimados podrán optar entre tramitar el procedimiento especial para microempresas como un procedimiento de continuación (arts. 697 a 704 TRLC) o como un procedimiento de liquidación (arts. 705 a 720 TRLC), sin perjuicio de la posibilidad solicitar la conversión de uno a otro más adelante si se dan los requisitos previstos en el art. 693 TRLC.

5.3.  Procedimiento de continuación

El procedimiento de continuación se basa en la existencia de un plan de continuación presentado por el deudor o por los acreedores, bien con la misma solicitud de apertura del procedimiento especial, bien en los diez días siguientes a su declaración.

El contenido mínimo del plan de continuación se establece en el art. 697 ter TRLC: relación nominal y cuantía de los créditos afectados por el plan, quitas y/o esperas, agrupación de cada uno de los créditos en clases, plan de pagos, etc.

Tal y como establece el art. 697 bis TRLC, presentado en tiempo y forma el plan, el LAJ admitirá a trámite la propuesta de plan, siempre que no adolezca de defectos. El deudor lo comunicará electrónicamente a los acreedores, con copia para el LAJ.

De acuerdo con lo que prevé el art. 697 quinquies TRLC, una vez se haya dado traslado del plan a las partes interesadas, estas dispondrán de un plazo de quince días para realizar alegaciones al mismo. De existir alegaciones, el Juez resolverá mediante auto, pudiendo convocar excepcionalmente una vista. Se tendrá que realizar la votación del plan mediante formulario normalizado de acuerdo con las reglas previstas en el art. 698 TRLC. Finalizado el plazo de votación, el LAJ certificará el resultado, notificándolo electrónicamente al deudor y a los acreedores.

Una vez aprobado el plan de continuación, el deudor o los acreedores de créditos afectados por el plan, podrán solicitar su homologación judicial de acuerdo con los requisitos y con los efectos previstos en los arts. 698 y ss. TRLC, sin perjuicio de estar sometida la homologación a una eventual impugnación (art. 698 quater TRLC)

El plan se presumirá cumplido pasados treinta días naturales de la fecha límite para realizar el último pago previsto en el mismo si ningún acreedor hubiera interesado la declaración de incumplimiento (art. 699 TRLC), y ello a la vista de que cualquier acreedor que estime no cumplido el plan podrá instar la declaración de incumplimiento en el plazo de dos meses desde que se produjo el mismo (art. 699 ter.1 TRLC). El cumplimiento del plan de continuación se declarará por el Juez mediante auto, bien de oficio o bien a solicitud del deudor.

5.4.  Procedimiento de liquidación

En cuanto a la otra vía del procedimiento especial para microempresas, el procedimiento de liquidación, procede su apertura en los supuestos recogidos en el art. 705.1 TRLC: (i) cuando se haya solicitado por el propio deudor o por un acreedor; (ii) cuando no se haya aprobado un plan de continuación, no se haya homologado el plan aprobado o, habiendo sido homologado, haya sido incumplido por el deudor, siempre y cuando en estos tres casos el deudor se encuentre en insolvencia actual; y (iii) cuando se hayan incumplido las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social.

En el art. 706 TRLC se prevé un trámite para impugnar la determinación del pasivo y el activo incluido por el deudor en su solicitud de apertura del procedimiento. Dicho trámite cuenta con una serie de plazos y actos para efectuar alegaciones, tras los cuales el Juez resolverá lo procedente. Ahora bien, no está muy claro que esta tramitación vaya a aumentar notablemente la celeridad o la eficacia del procedimiento en comparación con el procedimiento existente en el concurso de acreedores para impugnar el inventario y/o la lista de acreedores (arts. 297 y ss. TRLC) (20) .

A diferencia de lo que ahora ocurre en el concurso de acreedores, el procedimiento especial de liquidación sí se basa en un plan de liquidación. Su tramitación se encuentra regulada en el art. 707 TRLC. El plan será elaborado por el concursado, o por la AC en caso de haber sido nombrada, con el contenido que indica el art. 707.3 TRLC. La ley permite a las partes formular observaciones y propuestas de alegaciones. Posteriormente, el deudor o la AC podrán modificar el plan de liquidación en función de las alegaciones formuladas y de la información recibida. Y, en caso de persistir la controversia, finalmente será el Juez quien resuelva. Así mismo, el plan de liquidación puede ser objeto de modificación posterior (art. 707 bis TRLC).

Las operaciones de liquidación se llevarán a cabo por el propio deudor —constituyendo una verdadera novedad, vista con cierto recelo (21) — o por la AC, si hubiera sido designada. Para la realización de los bienes y derechos de la masa habrá que atender a los términos establecidos del TRLC y a lo previsto en el plan de liquidación. Hay que destacar, entre otras cuestiones, que el ambicioso plazo para finalizar la liquidación es, como máximo, de tres meses, prorrogables solo un mes más (art. 708.4 TRLC); que se otorga una importancia capital a la plataforma electrónica de liquidación (art. 708.3 TRLC); que se hay que presentar informes de liquidación mensuales (art. 709 TRLC); o que existen particularidades sobre la venta de unidades productivas y la cesión de créditos del deudor a terceros (art. 711 TRLC).

5.5.  Calificación abreviada

Se incluye un capítulo dentro de la regulación del procedimiento especial para microempresas destinado a la calificación, a la que se le añade el calificativo de «abreviada».

Solo se abre la sección calificación cuando se apertura el procedimiento de liquidación. Pero ello no quiere decir que los posibles comportamientos antijurídicos realizados por el deudor o por aquellas personas que habrían podido resultar afectadas por la calificación queden sin remedio procesal en el escenario del procedimiento de continuación, sino que deberán ventilarse a través del procedimiento que corresponda (p.ej., acción de responsabilidad civil, acción de responsabilidad de administradores, proceso penal por insolvencia punible, etc.).

Como decimos, la calificación en el procedimiento especial no es un trámite automático, sino que se requiere solicitud justificada, bien de la AC (si estuviese nombrada), bien de acreedores que representen al menos el 10% del pasivo total (salvo que exista ocultación o falsificación de información aportada por el deudor, en cuyo caso no se requiere porcentaje alguno), o bien de los socios personalmente responsables de las deudas sociales.

De abrirse la pieza de calificación, es preceptivo el nombramiento de la AC, si no estuviera ya designada. El LAJ verificará el cumplimiento de los requisitos formales de la solicitud de calificación y, si los cumpliera, lo notificará a las partes (art. 716.3 TRLC). La AC tendrá veinte días para emitir su informe razonado y documentado con propuesta de resolución. Los acreedores que representen al menos el 10% del pasivo total y los acreedores públicos disponen de idéntico plazo para presentar su propio informe (art. 717.1 TRLC). Si la AC califica como fortuito, se archivará la sección sin más trámites mediante auto irrecurrible (art. 717.3 TRLC), salvo que algún acreedor público hubiera presentado informe de calificación culpable. Por tanto, el resto de acreedores carecen de legitimación autónoma para sostener la acción en la sección de calificación.

Si la AC o los acreedores públicos proponen la calificación del concurso como culpable, deberán expresar en el informe la identidad de las personas a las que deba afectar la calificación y la de las que hayan de ser consideradas cómplices, justificando la causa, así como la determinación de los daños y perjuicios que, en su caso, se hayan causado por las personas anteriores y las demás pretensiones que se consideren procedentes (art. 717.2 TRLC). Se dará traslado al deudor, y a todas las demás personas que, según el informe, pudieran ser afectadas por la calificación o declaradas cómplices, a fin de que, en plazo de quince días, acepten o se opongan a la calificación como culpable. En caso de oposición, el Juez podrá celebrar una vista para oír a las partes o, en su caso, practicar las pruebas pertinentes y, posteriormente, dictar sentencia (arts. 717.4, 717.5 y 717.6 TRLC).

En lo demás, se aplica la regulación del concurso de acreedores, con la particularidad del añadido de una presunción referida en los arts. 718.2 TRLC en relación con el art. 688 TRLC.

5.6.  Conclusión

La conclusión del procedimiento especial para microempresas procede en los supuestos regulados en el art. 720 TRLC: cuando se cumpla el plan de continuación; cuando se concluya la liquidación y presentado el informe final del art. 719 TRLC; cuando se compruebe la insuficiencia de masa activa para satisfacer los créditos contra la masa; y cuando conste el pago o consignación de la totalidad de los créditos reconocidos o la íntegra satisfacción de los acreedores por cualquier otro medio, o el desistimiento o la renuncia de la totalidad de los acreedores.

6.  Normas de derecho internacional privado

El libro cuarto del TRLC, denominado «De las normas de derecho internacional privado», regula en sus arts. 723 a 755 TRLC la materia que afecta a procedimientos concursales con elementos internacionales, siempre y cuando no resulten de aplicación preferente las normas comunitarias, en especial el Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, sobre procedimientos de insolvencia.

II.  Régimen de recursos en el proceso concursal

1.  Consideraciones generales

La práctica forense de las quiebras reveló a estas como inacabables en el tiempo, inútiles económicamente e inabarcables procesalmente (AAP de Zaragoza de 26 de septiembre de 2005). A ello se pretendió dar respuesta con la LC en el año 2003, al regular un procedimiento concursal pretendidamente sencillo, con el que se quiso implementar una pronta, eficaz y económica tramitación, pero en armonía con el derecho a la tutela judicial efectiva, inspirándose en las notas de flexibilidad, rapidez y simplicidad.

En esa línea se instauró un novedoso y singular régimen de recursos, distinto del previsto en la LEC (AAP de Madrid de 11 de febrero de 2011) (22) , imbuido de los siguientes principios: celeridad en la tramitación del concurso, concentración de recursos, racionalización en el uso de la apelación, y asunción de competencias sobre recursos en materia laboral por el Juez del concurso (23) .

Desde la inicial redacción del art. 197 LC en el año 2003 se han acometido una serie de modificaciones legales en el sistema de recursos. A pesar de ello, estos principios siguen siendo, en mayor o menor medida, aplicables en la actualidad, pero, en particular, el régimen de recursos regulado en el vigente TRLC tiene como finalidad principal contribuir a la celeridad que informa todo el proceso concursal, de manera que no se interrumpa y dilate indebidamente la sustanciación del procedimiento.

En el concurso, como en cualquier otro procedimiento, la rapidez en su tramitación depende en gran medida del régimen de recursos establecido (24)  y, precisamente en el ámbito concursal, el tiempo corre en contra de la viabilidad económica del deudor y de la satisfacción los intereses de sus acreedores (25) , por lo que, para el buen fin del concurso, es determinante que el sistema de recursos sea adecuado, coherente y eficiente.

Aunque, con anterioridad al TRLC, el régimen de recursos se regulaba en un solo precepto con ocho apartados (el art. 197 LC), el legislador concursal aprovechó la refundición del año 2020 para, haciendo uso de las funciones propias de dicha tarea (regularizar, aclarar y armonizar), dividirlo en ocho preceptos independientes: los arts. 544 a 551 TRLC, los cuales conforman actualmente la regulación general de los recursos en el proceso concursal.

Ahí se establecen las reglas sobre los recursos contra las resoluciones del LAJ; las providencias, los autos y las sentencias; el carácter preferente de los recursos de apelación; la posibilidad de suspender actuaciones afectadas por un recurso de apelación; el recurso de casación (a pesar de que todavía se aluda, por error, al recurso extraordinario por infracción procesal, derogado expresamente por el RDL 6/2023 (26) ); y los recursos en materia laboral. En particular:


	
–  El art. 544 TRLC determina que contra las resoluciones dictadas por el LAJ en el concurso se podrán interponer los mismos recursos que prevé la LEC y se sustanciarán de la misma manera.

	
–  El art. 545 TRLC dispone que los recursos contra las resoluciones dictadas por el Juez del concurso se sustanciarán también en la forma prevista en la LEC, pero con las modificaciones contenidas en los arts. 546 a 551 TRLC.

	
–  El art. 546 TRLC recoge que, contra las providencias y autos que dicte el Juez del concurso, solo cabrá recurso de reposición, salvo que en el TRLC se excluya todo recurso o, en el caso de los autos, se otorgue expresamente recurso de apelación.

	
–  El art. 547 TRLC establece que contra las sentencias dictadas por el Juez del concurso cabrá siempre recurso de apelación.

	
–  El art. 548 TRLC indica que el recurso de apelación se tramitará con carácter preferente y deberá ser resuelto dentro de los dos meses siguientes a recibirse las actuaciones por la Audiencia Provincial.

	
–  El art. 549 TRLC instituye con carácter general el efecto no suspensivo del recurso de apelación, toda vez que en dicho precepto se regula la posibilidad de suspensión de determinadas actuaciones con motivo de la interposición de un recurso de ese tipo.

	
–  El art. 550 TRLC dispone que cabrá recurso de casación contra las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales relativas a la aprobación o cumplimiento del convenio, a la calificación o conclusión del concurso, o que resuelvan acciones de las comprendidas en las secciones tercera y cuarta, cuyo respectivo ámbito material viene determinado por los arts. 508.1.3.ª y 508.1.4.ª TRLC; todo ello respetando los criterios de admisión previstos en la LEC.

	
–  Y el art. 551 TRLC determina el régimen de los recursos en materia laboral, indicándose que, contra el auto que decida sobre la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la suspensión de contratos o la reducción de jornada, por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción que, conforme a la ley, tengan carácter colectivo y contra la sentencia que resuelva incidentes concursales relativos a acciones sociales cuyo conocimiento corresponda al Juez del concurso, cabrá recurso de suplicación y los demás recursos previstos en la LJS, que se tramitarán y resolverán ante los órganos jurisdiccionales del orden social, sin que ninguno de ellos tenga efectos suspensivos sobre la tramitación del concurso ni de ninguno de sus incidentes, secciones o piezas separadas.



Los preceptos citados conforman el régimen que regula la impugnación de las resoluciones en el concurso de acreedores. Ahora bien, no se aplicará al procedimiento especial para microempresas, en tanto que esa clase de procedimiento tiene su propio sistema de impugnación, establecido en el art. 687.4 TRLC, y que examinaremos más adelante (27) .

Como es de ver, estos artículos establecen una serie de especialidades para la impugnación de las resoluciones dictadas por el LAJ y por los Jueces y Tribunales dentro del proceso concursal, con respecto al régimen general en materia de recursos contenido en la LEC. Aunque los recursos que cabe interponer son los mismos que regula la ley procesal civil, existen particularidades en atención a la naturaleza del proceso concursal.

En este sentido, también está regulada la posibilidad de interponer recursos en materia laboral dentro del proceso concursal. En efecto, acabamos de indicar que el art. 551 TRLC reza que, contra determinadas resoluciones del Juez del concurso, cabrá recurso de suplicación y los demás recursos previstos en la LJS, que se tramitarán y resolverán ante los órganos jurisdiccionales del orden social.

Ahora bien, debido a que en el proceso concursal los recursos civiles, en comparación con los laborales, son predominantes, cuantitativamente más relevantes y regulados con vocación general, esta obra está enfocada al estudio de los recursos civiles. Por ello, los recursos en materia laboral no serán objeto de estudio, más allá de lo estrictamente necesario para una adecuada comprensión (p.ej., los comentarios a los arts. 551 o 621.5 TRLC).

De todos modos, la normativa no prevé una regulación completa y exhaustiva de los todos los aspectos de los recursos en el proceso concursal, lo que exige integrar la regulación concursal con la regulación general de la LEC (28) , en aplicación de la cláusula de supletoriedad del art. 4 LEC y del art. 521 TRLC, así como, en particular, de la indirecta remisión incluida en los arts. 545 y 546 TRLC para la impugnación, respectivamente, de las resoluciones del LAJ y de las resoluciones judiciales.

Por lo demás, el régimen de recursos dentro del TRLC es, a la vez, norma general y norma especial (29) . Será norma general en el ámbito concursal, por cuanto a lo largo del articulado del TRLC existen numerosas previsiones expresas en materia de recursos, lo que conlleva que, en esos supuestos, no se aplique lo establecido en los arts. 544 y ss. TRLC, sino lo que prevea en particular el precepto de aplicación. En cambio, será norma especial, con preferencia al régimen de la LEC, en defecto de previsión expresa y específica en el propio TRLC (AAP de Asturias de 9 de febrero de 2006 y AAP de Valencia de 7 de noviembre de 2023).

También conviene aclarar lo que sucede en aquellas actuaciones que tienen prevista un régimen específico de impugnación regulado extramuros del TRLC, como, p.ej., la declinatoria (arts. 66 y 67 LEC) (30) , la recusación y abstención de Jueces y Magistrados (art. 113 LEC), la reconstrucción de autos (art. 233 LEC), o el incidente para declarar la obtención de pruebas mediante violación de derechos fundamentales (art. 287 LEC).

La doctrina se posiciona a favor de aplicar las reglas de impugnación que se regulen con carácter especial para esa actuación específica, sin que deban emplearse las reguladas en el TRLC. Para ello se suele alegar normalmente la regla de que la ley especial deroga la ley general (lex specialis derogat legi generali), toda vez que se llegaría a resultados algo extravagantes de aplicar el régimen de recursos del TRLC en algunos casos: p.ej., la impugnación mediante recurso de reposición de un auto estimando la recusación del Juez, cuando dicha resolución judicial sería irrecurrible por mor de los arts. 113 LEC y 228 LOPJ; o la impugnación de un auto estimando una declinatoria de competencia objetiva a través de un recurso de reposición, cuando el art. 66.2 LEC determina que sea directamente apelable.

En cuanto a la legitimación para recurrir, es un aspecto que no se aborda de manera independiente en los arts. 544 y ss. TRLC (31) . Por ello debemos acudir a los postulados generales de la LEC, donde se determina que podrá recurrir cualquier parte procesal personada en el procedimiento concursal y que se vea perjudicada por una resolución (art. 448.1 LEC). Ello no obstante, deberán tenerse en consideración las numerosas previsiones que existen a lo largo del TRLC en materia de legitimación (p.ej., para recurrir el auto de declaración de concurso necesario, la sentencia de calificación, el auto de cuantificación de honorarios de la AC, etc.).

En materia de autorización para la interposición de recursos, en el art. 119.1 TRLC se regula que, en los casos de intervención de facultades de administración y disposición, el deudor conservará la capacidad para actuar en juicio, pero necesitará la autorización de la AC para, entre otras actuaciones, interponer recursos (AAP de Barcelona de 26 de septiembre de 2019, STS de 30 de marzo de 2021 y STS de 1 de junio de 2022) (32) . En los supuestos de suspensión de facultades, el art. 120.1 TRLC indica que le corresponde a la AC la interposición de recursos en interés del concurso.

Respecto a los plazos de interposición de los recursos, deben aplicarse los previstos en la LEC, salvo previsión específica distinta dentro del TRLC (33) .

En cualquier caso, y como veremos con mayor detalle más adelante, es destacable la dificultad de encontrar criterios jurisprudenciales uniformes sobre la materia, habida cuenta del complejo acceso ante el Tribunal Supremo de las cuestiones procesales en el ámbito concursal (34) .

2.  Recursos contra diligencias de ordenación y decretos

El LAJ tiene encomendadas tres grupos de funciones: la dirección de la oficina judicial, por un lado; el impulso y ordenación del proceso, por otro; y, finalmente, las relativas a la fe pública judicial. Dichas funciones fueron objeto de ampliación a partir de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, en la que se redistribuyeron las competencias decisorias relativas a cuestiones procesales. Se reservó a Jueces y Tribunales únicamente las funciones estrictamente jurisdiccionales, confiriendo al LAJ funciones procesales colaterales (p.ej., la admisión de la demanda, la suspensión o archivo del pleito por alguna terminación anormal o la atribución de diferentes decisiones en el proceso de ejecución). En resumen, en 2009 se adjudicaron nuevas competencias procesales a este cuerpo jurídico, exceptuando aquellos supuestos en que una toma de decisión pudiera afectar a la función estrictamente jurisdiccional.

Las resoluciones que puede dictar el LAJ en ejercicio de sus funciones son diligencias y decretos. Según el art. 206.2 LEC, se dictará diligencia de ordenación cuando la resolución tenga por objeto dar a los autos el curso que la ley establezca. Se dictará decreto cuando se admita a trámite la demanda, cuando se ponga término al procedimiento del que el LAJ tuviera atribuida competencia exclusiva y, en cualquier clase de procedimiento, cuando fuere preciso o conveniente razonar lo resuelto. Y, por último, también se dictará diligencia de constancia, comunicación o ejecución, a los efectos de reflejar en autos hechos o actos con trascendencia procesal.

En el proceso concursal, el art. 544 TRLC establece que los recursos contra las resoluciones dictadas por el LAJ serán los mismos que prevé la LEC y se sustanciarán en la forma que en ella se determina. Existe, por tanto, una remisión total y directa a LEC (capítulo II del título IV del libro II) respecto de la procedencia, admisión, sustanciación y decisión de los recursos que se interpongan contras las resoluciones del LAJ en el proceso concursal: el recurso de reposición y el recurso de revisión. Adicionalmente, el art. 687.4 in fine TRLC incluye una previsión específica para la impugnación de decretos en el procedimiento especial para microempresas: siempre podrá interponerse contra ellos recurso directo de revisión.

2.1.  Recurso de reposición

Desde la reforma de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, el recurso de reposición frente a las resoluciones de Jueces y Tribunales se asimiló al recurso de reposición contra las resoluciones del LAJ, que anteriormente tenía, en el derogado art. 224 LEC, un régimen de impugnación, denominado «revisión», distinto al actual.

El recurso de reposición es un recurso horizontal o no devolutivo (por cuanto lo resuelve el propio LAJ) y ordinario (dado que sus motivos no vienen tasados legalmente). Su regulación se contiene en los arts. 451 a 454 LEC, a los cuales se remite el art. 544 TRLC. Persigue combatir los eventuales errores, principalmente procesales aunque también materiales, cometidos en las resoluciones impugnadas, a fin de que el LAJ reconsidere su decisión.

Cabe interponer este recurso contra las diligencias de ordenación y los decretos no definitivos. El art. 207.1 LEC aclara que son resoluciones definitivas las que ponen fin a la primera instancia y las que decidan los recursos interpuestos frente a ellas.

Dicho esto, no hay en todo el articulado del TRLC una previsión expresa de recurso de reposición frente a una resolución del LAJ. No obstante, no hay duda de que puede interponerse este recurso en el proceso concursal cuando se haya dictado cualquiera de las resoluciones impugnables y se cumplan los presupuestos y requisitos exigidos. A título meramente ejemplificativo: los decretos no definitivos referidos en los arts. 296 bis.1, 380 o 658.2 TRLC.

Tal y como establece el art. 544 TRLC, hay que acudir a la LEC para determinar la tramitación del recurso de reposición contra las resoluciones del LAJ.

2.2.  Recurso de revisión

El recurso de revisión contra decretos del LAJ fue creado por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Es un recurso vertical o devolutivo (lo resuelve el Juez o Magistrado/s que, junto con el LAJ que dictó la resolución impugnada, componen el mismo órgano judicial) y ordinario (dado que sus motivos no vienen tasados legalmente) que cabe interponer frente a determinados decretos. Su regulación normativa la componen los arts. 544 TRLC y 454 bis LEC. En el proceso concursal conocerá del recurso de revisión el Juez de lo mercantil, la sección correspondiente de la Audiencia Provincial o puede que la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo.

La denominación dada por el legislador a este recurso nos parece desacertada. Induce a confusión respecto al medio de impugnación con el mismo nombre que se prevé en los arts. 509 y ss. LEC, que, por lo demás, no tienen semejanza alguna (35) .

Las resoluciones recurribles en revisión son, en primer lugar, los decretos resolutorios del recurso de reposición contra resoluciones del LAJ (art. 454 bis.1, párrafo 1.º, LEC).

En segundo lugar, los decretos que ponen fin al procedimiento o impiden su continuación (art. 454 bis.1, párrafo 2.º, LEC). Esta clase de decretos son de compleja concepción en el proceso concursal. Si acaso, en los incidentes concursales que puedan tramitarse cuando resulten de aplicación las normas generales de la legislación procesal civil (p.ej., los decretos regulados en los arts. 20.3 o 22.1 LEC, sobre el desistimiento del demandante o la carencia sobrevenida de objeto, respectivamente).

Y, en tercer lugar, los decretos en los que la ley haya previsto el recurso de revisión como medio de impugnación (art. 454 bis.1, párrafo 2.º, LEC). En el TRLC encontramos las siguientes previsiones expresas de recursos de revisión directo:


	
–  Decreto teniendo por efectuada la comunicación de la apertura de negociaciones en el ámbito del preconcurso (art. 590.3 TRLC).

	
–  Decreto teniendo por efectuada la comunicación de la apertura de negociaciones en el ámbito del preconcurso en relación con los contratos necesarios para la continuidad de la actividad empresarial o profesional del deudor (art. 598.2 TRLC).

	
–  Decretos dictados por el LAJ en el procedimiento especial para microempresas (art. 687.4 TRLC).



La tramitación procedimental del recurso de revisión viene establecida en el art. 454 bis LC, por mor del art. 544 TRLC.

3.  Recursos contra providencias, autos y sentencias

Los Jueces y Tribunales dictan resoluciones judiciales, que son providencias, autos y sentencias. De acuerdo con el art. 206.1 LEC, la forma de providencia se usará cuando la resolución se refiera a cuestiones procesales que requieran una decisión judicial por así establecerlo la ley, siempre que en tales casos no se exigiera expresamente la forma de auto. Se dictará auto cuando se decidan recursos contra providencias o decretos, cuando se resuelva sobre admisión o inadmisión de demanda, reconvención, acumulación de acciones, admisión o inadmisión de la prueba, aprobación judicial de transacciones, acuerdos de mediación y convenios, medidas cautelares y nulidad o validez de las actuaciones. Así mismo, también revestirán la forma de auto las resoluciones que versen sobre presupuestos procesales, anotaciones e inscripciones registrales y cuestiones incidentales, tengan o no señalada en la LEC tramitación especial, siempre que en tales casos la ley exigiera decisión del órgano judicial, así como las que pongan fin a las actuaciones de una instancia o recurso antes de que concluya su tramitación ordinaria, salvo que, respecto de estas últimas, la ley hubiera dispuesto que deban finalizar por decreto. También podrá decidirse mediante auto el recurso de casación en los casos previstos en el art. 487.1 LEC. Por último, las sentencias se dictarán para poner fin al proceso, en primera o segunda instancia, una vez que haya concluido su tramitación ordinaria prevista en la ley, y para resolver el recurso de casación (salvo lo dispuesto en el prevista en el art. 487.1 LEC) y los procedimientos para la revisión de sentencias firmes.

El régimen de recursos contra las resoluciones judiciales dictadas en el concurso es particular. Su regulación se encuentra con carácter general en los arts. 546 a 551 y 687.4 TRLC. A diferencia de lo que sucede en el art. 544 TRLC respecto de las resoluciones dictadas por el LAJ, la remisión existente en el art. 545 TRLC a la LEC (y a la LJS) lo es respecto a la sustanciación de los recursos, pero no en cuanto a las resoluciones recurribles y al recurso procedente (STS de 11 de diciembre de 2012) (36) .

Tras la reforma operada por la Ley 16/2022, el art. 546 TRLC establece expresamente que «contra las providencias y autos que dicte el Juez del concurso solo cabrá el recurso de reposición, salvo que en esta ley se excluya todo recurso o, en el caso de los autos, se otorgue expresamente recurso de apelación». El art. 547 TRLC, por su parte, expresa que «contra las sentencias dictadas por el Juez del concurso cabrá recurso de apelación». En este orden de ideas, la sentencia en el concurso no atiende a los criterios tradicionales de la normativa procesal civil común (37) . En el proceso concursal, la sentencia no decide, al menos no necesariamente, la instancia (38) . La conclusión del concurso, como trámite que le pone fin, se articula a través de auto, salvo que haya oposición, la cual dará lugar al correspondiente incidente que finará, por norma general, mediante sentencia (arts. 465 y ss. TRLC). Existen, además, otras muchas sentencias que pueden dictarse a lo largo del proceso, pero rara vez tienen carácter necesario.

El art. 550 TRLC se encarga de regular el acceso de las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales al recurso de casación.

Y, finalmente, el art. 551 TRLC establece las especialidades de los recursos en materia laboral.

Así las cosas, los recursos civiles que se admiten contra las resoluciones judiciales son el recurso de reposición, el recurso de apelación, el recurso de casación y el recurso de queja.

3.1.  Recurso de reposición

3.1.1.  Concepto y regulación

El recurso de reposición es un recurso horizontal o no devolutivo (lo resuelve el mismo Juez o Tribunal que dictó la resolución) y ordinario (sus motivos no vienen tasados) que procede contra determinadas providencias y autos. Es el recurso por antonomasia en el proceso concursal habida cuenta de la limitación existente en el mismo en materia de recursos. Su regulación la encontramos en los arts. 546 TRLC y 451 a 454 LEC.

3.1.2.  Providencias y autos recurribles en reposición

A tenor del art. 546 TRLC, cabe recurso de reposición contra todas las providencias y autos dictados dentro del procedimiento concursal por el Juez del concurso, por la Audiencia Provincial o por el Tribunal Supremo (39) , salvo que expresamente el propio TRLC prevea la irrecurribilidad de dichas resoluciones o, para los autos, otorgue recurso de apelación.

Que el recurso de reposición sea el medio de impugnación utilizado normalmente para combatir en el proceso civil las resoluciones que infringen preceptos de naturaleza procesal no significa que exista una limitación objetiva de este tipo en el concurso. Es decir, el recurso de reposición no queda circunscrito a impugnar decisiones de índole procesal. No solo no existe fundamento legal para tal limitación, sino que, para el ámbito concursal en particular, ello conduciría a la imposibilidad de recurrir gran cantidad de resoluciones judiciales.

El TRLC no distingue entre autos definitivos y no definitivos a efectos del recurso de reposición, como sí hace la legislación procesal común (arts. 451.2 y 455.1 LEC). Así pues, en aplicación del principio de que, cuando la Ley no distingue, no procede distinción (ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus), la previsión del art. 546 TRLC debería aplicarse tanto a autos definitivos como a no definitivos (40) , y ello sin perjuicio de habrá supuestos concretos donde la propia norma concursal será la que determine el régimen de recursos aplicable a los autos definitivos, tal y como sucede, p.ej., con el auto inadmitiendo o desestimando la solicitud de concurso voluntario (art. 12 TRLC), con el auto inadmitiendo a trámite una demanda de incidente concursal por impertinencia o carencia de entidad necesaria (art. 536.2 TRLC) o con el auto resolviendo sobre la conclusión del concurso (art. 481 TRLC).

En todo caso, siguen apareciendo en el TRLC algunas previsiones expresas de recurso de reposición que son totalmente innecesarias a la vista de la vigente dicción del art. 546 TRLC, pues todos los autos dictados en el proceso concursal son recurribles en reposición, salvo previsión expresa indicando que no cabe ningún recurso o que cabe directamente la apelación. Es decir, que resulta superfluo o redundante indicar expresamente en el TRLC que contra un determinado auto cabe interponer recurso de reposición. Aunque con anterioridad a la Ley 16/2022 esas previsiones pudieran tener sentido, actualmente no vemos motivos en mantenerlas. Ciertamente, no deberían haber pasado el tamiz de una técnica legislativa refinada.

Los autos contra los que se indica expresamente en el TRLC que cabe recurso de reposición son los siguientes:


	
–  Auto de inadmisión a trámite de la solicitud de declaración de concurso voluntario (art. 12 TRLC) y de la solicitud de concurso necesario (art. 17.2 TRLC).

	
–  Auto desestimatorio de la solicitud de declaración de concurso voluntario (art. 12 TRLC).

	
–  Auto resolviendo la solicitud de declaración de concurso necesario en lo relativo a pronunciamientos distintos a la estimación o desestimación de la declaración de concurso (art. 25.3 TRLC).

	
–  Auto relativo al nombramiento, revocación y cese de la AC y auxiliares delegados (art. 103 TRLC).

	
–  Auto resolviendo sobre la admisión a trámite de propuestas de convenio (art. 345 TRLC).

	
–  Auto resolviendo sobre las reglas especiales de liquidación (art. 415.3 TRLC).

	
–  Auto concediendo o denegando autorización judicial (art. 518.4 TRLC).

	
–  Auto resolviendo sobre la prohibición general o individual de iniciación o suspensión de ejecuciones (art. 602.3 TRLC).

	
–  Auto estimando la solicitud de prórroga de los efectos de la comunicación de la apertura de negociaciones (art. 607.5 TRLC).

	
–  Auto resolviendo la solicitud de limitación de las facultades de administración y disposición del deudor en el procedimiento especial de continuación (art. 703.4 TRLC).

	
–  Auto de conclusión del procedimiento especial para microempresas por cumplimiento del plan de continuación (art. 720.1.1.ª TRLC).



3.1.3.  Providencias y autos irrecurribles en reposición por exclusión expresa

Dentro del proceso concursal no cabe interponer recurso de reposición contra las siguientes resoluciones judiciales, por haber sido excluidas expresamente en el TRLC de todo recurso:


	
–  Auto nombrando auxiliar delegado (art. 79.1 TRLC).

	
–  Auto resolviendo cuestiones relativas al ejercicio del cargo de la administración concursal (art. 83 TRLC).

	
–  Auto estimando una solicitud de modificación de la lista definitiva de acreedores (art. 311.5 TRLC).

	
–  Auto acordando la enajenación individualizada de los establecimientos, explotaciones y cualesquiera otras unidades productivas o de algunas de ellas, o de los elementos de que se compongan (art. 422.3 TRLC).

	
–  Auto declarando el concurso fortuito (art. 450.6 TRLC).

	
–  Auto denegando la aprobación del acuerdo transaccional en la sección de calificación (art. 451 bis.3 TRLC).

	
–  Resolución judicial sobre la conclusión del concurso (art. 481.1 TRLC).

	
–  Auto concediendo la exoneración definitiva del pasivo insatisfecho (art. 500.3 TRLC).

	
–  Resolución judicial sobre pretensiones sin relación con las cuestiones objeto de actualización derivadas de la reapertura del concurso (art. 507.4 TRLC).

	
–  Resolución judicial rechazando la intervención de partes en incidentes concursales acumulados (art. 537 TRLC).

	
–  Auto de la Audiencia Provincial resolviendo la revisión sobre la decisión del Juez del concurso de acordar la suspensión de actuaciones que puedan verse afectadas por la resolución de un recurso de apelación (art. 549.4 TRLC).

	
–  Auto desestimando la solicitud de prórroga de los efectos de la comunicación de la apertura de negociaciones (art. 607.5 TRLC).

	
–  Autos dictados en el procedimiento especial para microempresas, salvo disposición expresa en otro sentido en el libro tercero del TRLC (art. 687.4 TRLC).

	
–  Auto resolviendo sobre la oposición a la suspensión de ejecuciones judiciales o extrajudiciales sobre los bienes y derechos necesarios para la actividad empresarial o profesional que deriven del incumplimiento de un crédito con garantía real o de un crédito público (art. 701.5 TRLC).

	
–  Auto de aprobación del plan de liquidación en el procedimiento especial para microempresas (art. 707.8 TRLC).

	
–  Auto de modificación del plan de liquidación en el procedimiento especial para microempresas (art. 707 bis.4 TRLC).

	
–  Auto archivando las actuaciones en la sección de calificación abreviada por concurso fortuito (art. 717.3 TRLC).



3.1.4.  Providencias y autos irrecurribles en reposición por haberse previsto recurso de apelación directamente

Las siguientes resoluciones judiciales no son recurribles en reposición por haberse previsto de manera expresa que el recurso procedente sea directamente el de apelación:


	
–  Auto resolviendo la solicitud de concurso necesario (art. 25.1 TRLC).

	
–  Auto fijando o modificando la retribución de la AC (art. 89 TRLC).

	
–  Auto que resuelve sobre el embargo de bienes en los concursos de persona jurídica (art. 133.5 TRLC).

	
–  Auto imponiendo la sanción de pérdida de la remuneración de la AC y devolución de lo percibido por infracción del deber de presentación del informe (art. 296.1 TRLC).

	
–  Auto desestimando una solicitud de modificación de la lista definitiva de acreedores (art. 311.5 TRLC).

	
–  Auto de apertura de la fase de liquidación (art. 409.3 TRLC).

	
–  Auto aprobando el acuerdo transaccional en la sección de calificación (art. 451 bis.3 TRLC).

	
–  Auto denegando la conclusión del concurso (art. 481 TRLC).

	
–  Auto inadmitiendo a trámite incidente concursal (art. 536.2 TRLC).

	
–  Auto declarando la falta de competencia internacional o territorial en el ámbito de la comunicación de la apertura de negociaciones (art. 589 TRLC).

	
–  Auto declarando la falta de competencia internacional o territorial en el ámbito del procedimiento de homologación del plan de reestructuración (art. 644.2 TRLC).



3.1.5.  Tramitación

Según ordena el art. 545 TRLC, el recurso de reposición en el proceso concursal se sustanciará conforme a lo previsto en la LEC para dicho recurso, con las modificaciones que se indican en los arts. 546 y ss. TRLC.

A pesar de que el art. 452 LEC no lo establece expresamente, se asume que la tramitación procedimental del recurso de reposición es escrita. No obstante lo anterior, en contados supuestos, el recurso de reposición se sustancia oralmente. Sucede, en concreto, contra las resoluciones judicial en materia de admisión de medios de prueba en el acto de la audiencia previa (art. 285.2 LEC) y de la prueba ilícita que se resuelve en el acto del juicio o, si se tratase de juicios verbales, al comienzo de la vista (art. 287.2 LEC). De todos modos, dentro del proceso concursal estas disposiciones tienen una limitada aplicación.

3.2.  Recurso de apelación

3.2.1.  Concepto y regulación

El recurso de apelación es un recurso vertical o devolutivo (en el ámbito concursal lo resuelve la sección especializada en asuntos de lo mercantil de la Audiencia Provincial) y ordinario (sin motivos tasados) que procede contra determinados autos y sentencias dictados por el Juez del concurso. En terminología legal (art. 456.1 LEC), con el recurso de apelación puede perseguirse, con arreglo a los fundamentos de hecho y de derecho de las pretensiones formuladas ante el Juzgado a quo, que se revoque un auto o sentencia y que, en su lugar, se dicte otro u otra favorable al recurrente, mediante un nuevo examen de las actuaciones llevadas a cabo en la primera instancia y conforme a la prueba que, en los casos previstos legalmente, se practique ante el Tribunal ad quem.

El objeto del recurso puede ser una infracción procesal, una infracción material, o ambas, lo cual se viene admitiendo desde el siglo XIX (41) . En el caso de alegar infracción de normas o garantías procesales en la primera instancia, el art. 459 LEC exige a la parte recurrente haberla denunciado previamente mediante los mecanismos procesales que ofrezca la ley; p.ej., mediante el recurso de reposición o a través de la solicitud de complemento del art. 215 LEC (SAP de Madrid de 8 de septiembre de 2016).

La regulación normativa se encuentra en los arts. 545 a 549 TRLC y 455 a 466 LEC. En este sentido, la reforma operada por la Ley 16/2022 supuso un antes y un después para el sistema de recursos en el proceso concursal, y en particular para el recurso de apelación, pues suprimió del ordenamiento jurídico la controvertida apelación diferida, regulando en su lugar el recurso de apelación en los términos que ahora prevén los arts. 546 y 547 TRLC.

Normalmente es la trascendencia de la decisión contenida en la resolución impugnada lo que lleva al legislador a otorgar un recurso cuya resolución corresponda a un tribunal distinto y superior jerárquicamente al que dictó la resolución recurrida.

De tal manera, la razón de ser del recurso de apelación en los supuestos expresamente previstos en el TRLC es que las resoluciones objeto de impugnación (sean autos o sentencias) no pueden ser calificadas como resoluciones de mero trámite sino como decisiones que resuelven cuestiones de cierta importancia (42) .

A continuación, vamos a listar las previsiones expresas contenidas en el TRLC relativas a recursos de apelación contra autos y sentencias.

3.2.2.  Autos recurribles en apelación

Según el art. 546 TRLC, únicamente se podrá recurrir en apelación un auto dictado por el Juez del concurso cuando expresamente se prevea de ese modo en el TRLC.

El legislador ha previsto de manera expresa la posibilidad de recurrir directamente en apelación los siguientes autos:


	
–  Auto resolviendo la solicitud de concurso necesario (art. 25.1 TRLC).

	
–  Auto fijando o modificando la retribución de la AC (art. 89 TRLC).

	
–  Auto resolutorio del recurso de reposición contra el auto relativo al nombramiento, revocación y cese de la AC y auxiliares delegados (art. 103 TRLC).

	
–  Auto que resuelve sobre el embargo de bienes en los concursos de persona jurídica (art. 133.5 TRLC).

	
–  Auto imponiendo la sanción de pérdida de la remuneración de la AC y devolución de lo percibido por infracción del deber de presentación del informe (art. 296.1 TRLC).

	
–  Auto desestimando una solicitud de modificación de la lista definitiva de acreedores (art. 311.5 TRLC).

	
–  Auto de apertura de la fase de liquidación (art. 409.3 TRLC).

	
–  Auto aprobando el acuerdo transaccional en la sección de calificación (art. 451 bis.3 TRLC).

	
–  Auto denegando la conclusión del concurso (art. 481 TRLC).

	
–  Auto inadmitiendo a trámite incidente concursal (art. 536.2 TRLC).

	
–  Auto declarando la falta de competencia internacional o territorial en el ámbito de la comunicación de la apertura de negociaciones (art. 589 TRLC).

	
–  Auto declarando la falta de competencia internacional o territorial en el ámbito del procedimiento de homologación del plan de reestructuración (art. 644.2 TRLC).



Por tanto, de acuerdo con el régimen de recursos del TRLC, los anteriores autos serían los únicos frente a los que cabría formular apelación. El resto de autos que se dicten en el seno del concurso, incluyendo aquellos resolviendo recursos de reposición, serían, por norma general y salvo previsión específica en otro sentido, irrecurribles (art. 546 TRLC).

3.2.3.  Sentencias recurribles en apelación

Las sentencias recurribles en apelación son todas aquellas dictadas por el Juez del concurso, excepto que exista una disposición legal expresa en sentido contrario (art. 547 TRLC).

Desde la entrada en vigor de la Ley 16/2022 y su reforma sobre la apelación en el concurso, cualquier previsión contenida en el TRLC relativa a la procedencia del recurso de apelación contra una determinada sentencia dictada en el concurso de acreedores ha devenido innecesaria, habida cuenta de que la posibilidad de recurrir en apelación las sentencias del Juez del concurso ya está prevista en el art. 547 TRLC. Ello no obstante, se siguen manteniendo algunas de esas previsiones, sin que, en realidad, existan motivos de peso para ello:


	
–  Sentencia resolviendo una acción de resolución contractual por incumplimiento (art. 164.4 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo una acción rescisoria (art. 237 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo una acción de separación de la masa activa (art. 239.3 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo una acción de impugnación del inventario y/o de la lista de acreedores cuando la parte recurrente no ejercitó dicha acción (art. 299 TRLC).

	
–  Sentencia que estima la oposición a la aprobación judicial del convenio (art. 391 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo incidente de incumplimiento de convenio (art. 403.4 TRLC).

	
–  Sentencia de calificación (art. 460 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo la impugnación del plan para la exoneración del pasivo insatisfecho (art. 498 bis.3 TRLC).

	
–  Sentencia de calificación abreviada (art. 718.1 TRLC).



3.2.4.  Sentencias irrecurribles en apelación

Por el contrario, las sentencias irrecurribles en apelación por expreso deseo del legislador son las siguientes:


	
–  Sentencia resolviendo la oposición a la formación de clases de créditos en el plan de reestructuración (art. 626.3 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo la impugnación del auto de homologación del plan de reestructuración (art. 659.3 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo el incidente de contradicción previa a la homologación del plan de reestructuración (art. 663.4.ª TRLC).

	
–  Sentencias dictadas en el procedimiento especial para microempresas, salvo disposición expresa en otro sentido en el libro tercero del TRLC (art. 687.4 TRLC).

	
–  Sentencia resolviendo la oposición al informe final o a la conclusión del procedimiento especial de liquidación (art. 719.4 TRLC).



Por último, y sin perjuicio del difícil encaje dentro del proceso concursal, hay que conocer la limitación al recurso de apelación contra las sentencias dictadas en un juicio verbal cuya cuantía no supere los 3.000 euros (art. 455.1 LEC).

3.2.5.  Tramitación

De acuerdo con el art. 545 TRLC, el recurso de apelación se sustanciará en la misma forma que se prevé en LEC, pero con las modificaciones que se recogen en los arts. 546 y ss. TRLC. Esas modificaciones se refieren, en concreto, a la tramitación preferente del recurso (art. 548 TRLC) y a la posibilidad de establecer la suspensión de actuaciones que pudieran verse afectadas por la resolución de la apelación (art. 549 TRLC).

Respecto de la tramitación preferente establecida en el art. 548 TRLC, su fundamento se encuentra en salvaguardar la agilidad y celeridad que guía todo el proceso concursal, a fin de lograr una solución a la insolvencia del deudor en un plazo razonable (43) . El efecto concreto consiste en una resolución más rápida del recurso con respecto al resto que estén pendientes de resolverse ante la Audiencia Provincial competente al imponer a los Magistrados que resuelvan el recurso de apelación en un plazo máximo de dos meses desde la recepción de los autos.

Aunque la intención del legislador sea loable en este sentido, nos parece una exigencia poco realista (44) , que rara vez se cumplirá, teniendo en cuenta los tiempos que maneja la jurisdicción civil-mercantil para resolver los recursos de apelación: oficialmente, una media de nueve meses y medio (45)  (lo cual implica que las Audiencias Provinciales con mayor población consumirán más tiempo, pudiendo superar el año o, incluso, llegar a los dos (46) ). Además, ninguna consecuencia viene ligada expresamente a su incumplimiento. Desconocemos cuál podría ser, más allá de eventuales responsabilidades que pudieran exigirse a Jueces y Magistrados, canalizadas a través de acciones de dudoso éxito. Creemos, pues, que poca repercusión práctica va a tener el art. 548 TRLC, como ya sucede con otras exigencias temporales incumplidas sistemáticamente (p.ej., el art. 465.2 LEC, que indica que el recurso de apelación civil deberá ser resuelto dentro de los diez días siguientes a la terminación de la vista y, si no se hubiere celebrado esta, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a aquel en que se hubieran recibido los autos en la Audiencia Provincial; o el art. 434.1 LEC, que obliga a que, en el procedimiento ordinario civil, la sentencia se dicte dentro de los veinte días siguientes a la terminación del juicio).

3.2.6.  La extinta apelación diferida

Se hace necesario realizar una breve mención a la apelación diferida o apelación más próxima. Si bien con anterioridad a la reforma de la Ley 16/2022 existían dos tipos de recursos de apelación (diferido y directo), en la actualidad esa dualidad de apelaciones ha desaparecido. La E. de M. de la LC fundamentó la existencia de la apelación diferida en los siguientes términos: «en línea con la orientación de la nueva LEC, se elimina la multiplicidad de recursos de apelación interlocutorios, de naturaleza parcial o relativos a resoluciones no definitivas, que actualmente dificultan y dilatan la tramitación de los procedimientos concursales, y se ordena, sin merma de las garantías procesales, un sistema de recursos que obliga a las partes a concentrar y racionalizar sus motivos de disconformidad y facilita su resolución con la necesaria visión de conjunto». Con ello se reducía la segunda instancia autónoma, dado que contra los autos resolutorios de recursos de reposición y contra las sentencias dictadas en incidentes concursales promovidos en la fase común o en la de convenio no cabía recurso directo alguno. Pero, no obstante, las partes sí podían reproducir la cuestión en la apelación más próxima. Es decir, se producía una imposibilidad ficticia de recurrir. No cabía recurso de apelación directo, pero la parte sí podía recurrir de manera indirecta a través de la impugnación de la siguiente resolución apelable que se dictara.

Esta peculiar regulación vio la luz por las experiencias sufridas en la legislación previa a la LC, donde se permitía la interposición de recursos de apelación contra los infinitos incidentes e incidencias procesales que podían tramitarse en la quiebra y, además, sin necesidad de hacerlo de forma conexa; es decir, sin que el Tribunal ad quem tuviera una visión general de los efectos que la resolución pudiera generar en el conjunto del procedimiento, del que sólo conocía aspectos muy parciales y fragmentados en atención a esa recurribilidad inmediata y generalizada (AAP de Zaragoza de 26 de septiembre de 2005, AAP de Santa Cruz de Tenerife de 31 de enero de 2007 y AAP de Ciudad Real de 25 de julio de 2008). Así pues, con la apelación más próxima se pretendió evitar que el concurso perdiera coherencia por una constante tramitación de recursos, buscándose la agrupación de los mismos con el empleo de la técnica de excluir, salvo en determinados casos, una apelación directa y de admitir, previa protesta, que una resolución más próxima sirviera de instrumento para posibilitar la tramitación de la apelación diferida (STS de 10 de mayo de 2012). Sin perjuicio de que el referente de este tipo de apelación se tomase del art. 454 LEC, es posible que también se atendiera al sistema de recursos contra autos interlocutorios del derogado juicio de menor cuantía regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 (47) .

Solía invocarse la agilización en la tramitación del procedimiento como fundamento de la apelación diferida (48) . En principio, este sistema debía aportar ciertas ventajas en la racionalización del proceso, suprimiendo las disfuncionalidades que se producían en la legislación derogada: evitar la constante dilación como consecuencia de la interposición de recursos de apelación inconexos durante las distintas piezas del procedimiento e impedir, así mismo, que las actuaciones estuviesen dispersas entre el órgano jurisdiccional de primera instancia y la Audiencia Provincial. De todas maneras, lo que establecía la apelación diferida era, al fin y al cabo, un mecanismo corrector para evitar que la imposibilidad de apelar directamente una resolución no implicase una negativa definitiva al recurso vertical o devolutivo en materias —algunas de ellas— de gran transcendencia para el concurso (49) .

Ello no obstante, lo cierto es que la apelación diferida fue objeto de dura crítica por la doctrina y la jurisprudencia en atención a las graves incertidumbres interpretativas que generaba (SAP de Palencia de 2 de octubre de 2007) (50) . En efecto, era un sistema complejo y susceptible de múltiples variables (51) . De hecho, los primeros comentarios sobre el régimen de recursos recién promulgada la LC ya vaticinaron la gran cantidad de conflictos que la apelación más próxima iba a provocar (52) . Y, francamente, no se equivocaron.

Hasta la Ley 16/2022 existió toda una batería de problemas de interpretación y aplicación en esta materia, no resueltos satisfactoriamente en todos los casos. Así, podemos citar, a título de ejemplo: la amenaza de preclusión en caso de optar por una apelación más próxima errónea, la inexistencia de resolución apelable donde reproducir la cuestión (AAP de Zaragoza de 12 de mayo de 2008, SAP de Barcelona de 26 de mayo de 2010 y AAP de Madrid de 16 de mayo de 2017), la reproducción extemporánea de la cuestión en la apelación más próxima, la impugnación autónoma de la resolución vehicular (SAP de Lérida de 24 de marzo de 2011 y STS de 10 de mayo de 2012), la inexistencia del gravamen en la resolución vehicular (53) , los problemas que generaban en la apelación diferida la tramitación simultánea de la fase común con la fase de liquidación, el trámite de impugnación de la resolución apelada (AAP de Zaragoza de 1 de febrero de 2008, SAP de Pontevedra de 29 de marzo de 2012 y AAP de Barcelona de 10 de octubre de 2014) (54) , el recurso contra un incidente promovido en fase común, pero resuelto en liquidación (SAP de Madrid de 3 de octubre de 2014 y SAP de Málaga de 23 de octubre de 2018) (55) , la forma de la protesta exigida legalmente (SAP de Jaén de 21 de enero de 2008 y SAP de Pontevedra de 29 de marzo de 2012), la determinación de cuál era la resolución objeto de la apelación más próxima (AAP de Tarragona de 4 de abril de 2006, SAP de Valencia de 14 de julio de 2006, AAP de Madrid de 15 de marzo de 2007, SAP de Valladolid de 28 de octubre de 2008, SAP de Burgos de 14 de enero de 2009 y AAP de Cádiz de 17 de abril de 2019) (56) , o la posibilidad de recurrir en apelación un auto resolutorio de un recurso de reposición en fase liquidación (AAP de Almería de 14 de junio de 2016, AAP de Alicante de 27 de octubre de 2016, AAP de Albacete de 26 de marzo de 2019, AAP de Barcelona de 14 de octubre de 2019 y AAP de Murcia de 18 de febrero de 2021).

El legislador tomó nota de los problemas y con la Ley 16/2022 decidió imponer un cambio de paradigma en lo referente al recurso de apelación contra las resoluciones judiciales dictadas en el proceso concursal: suprimir la apelación diferida.

Antes de la reforma, el art. 547 TRLC establecía: «Contra los autos resolutorios de recursos de reposición y contra las sentencias dictadas en incidentes concursales promovidos en la fase común o en la de convenio no cabrá recurso alguno, pero las partes podrán reproducir la cuestión en la apelación más próxima siempre que hubieren formulado protesta en el plazo de cinco días. Se exceptúan las sentencias dictadas en los incidentes de reintegración y de separación de la masa activa, que serán apelables directamente. Este recurso de apelación tendrá carácter preferente». Y el art. 548 TRLC disponía: «Contra las sentencias que aprueben el convenio, o las que resuelvan incidentes concursales planteados con posterioridad o durante la fase de liquidación cabrá recurso de apelación que se tramitará con carácter preferente».

Una vez operada la citada reforma de la Ley 16/2022, el art. 547 TRLC pasó a tener la siguiente redacción: «Contra las sentencias dictadas por el Juez del concurso cabrá recurso de apelación», regulándose en el art. 548 TRLC el carácter preferente del recurso.

De esta manera, las discusiones existentes hasta la entrada en vigor de la Ley 16/2022 sobre las diferentes cuestiones problemáticas en torno a la apelación diferida —que no eran pocas, ni de escasa entidad— han quedado vacías de contenido, máxime teniendo en cuenta que la Disp. Transitoria 1.ª, apartado 3.8.º, Ley 16/2022, determina que se rigen por esta ley «los recursos a interponer contra las resoluciones del Juez del concurso dictadas después de su entrada en vigor». Por todo ello, las cuestiones relacionadas con la apelación directa y la apelación diferida previas a la Ley 16/2022 no son objeto de análisis en esta obra, salvo en lo que resulte estrictamente necesario.

3.3.  Efectos suspensivos del recurso de apelación

3.3.1.  Consideraciones generales

El recurso de apelación en el proceso concursal, se presente contra autos o sentencias, estimatorias o desestimatorias, no tiene efecto suspensivo, tal y como se deriva implícitamente del art. 549 TRLC (57) .

Esto es, la interposición del recurso de apelación no paraliza la sustanciación del proceso concursal, ni de ninguna de sus piezas, y todos los pronunciamientos recurridos en apelación son directamente ejecutivas, sin necesidad de aguardar a que alcance firmeza (SAP de Barcelona de 27 de julio de 2021) (58) .

Así pues, el auto o sentencia apelada se llevará a efecto a no ser que se produzca una decisión judicial expresa, al amparo del art. 549 TRLC, acordando suspender actuaciones afectadas por el recurso de apelación (AAP de Cádiz de 29 de marzo de 2017). Rige, pues, el principio de ejecutividad de las resoluciones concursales, que sigue la estela del art. 567 LEC sobre la carencia de efectos suspensivos de los recursos interpuestos en el ámbito de la ejecución singular del proceso civil (59) .

El fundamento del art. 549 TRLC es claro: pretende evitar que la demora que comporta la sustanciación de un recurso de apelación pueda afectar negativamente a determinadas actuaciones del concurso (60) .

A título de ejemplo podemos citar el mismo art. 549.2 TRLC, que específicamente alude un supuesto aplicable: la suspensión de efectos del convenio cuando la sentencia de aprobación del mismo haya sido recurrida en apelación ante la Audiencia Provincial. Es decir, si el convenio comienza a ejecutarse con todos los efectos inherentes a ello, pero, tras un tiempo, el recurso de apelación interpuesto se estima y se revoca la sentencia de aprobación judicial del convenio, habría multitud de actuaciones que deberían retrotraerse con una notoria complejidad, al depender de terceros ajenos al deudor (p.ej., pagos a acreedores). Es comprensible, pues, que en determinados supuestos se inste la suspensión de actuaciones ante la formulación de un recurso de apelación para impedir la dificultosa anulación futura de actuaciones afectadas por la estimación del recurso (AAP de Almería de 7 de marzo de 2017) (61) .

El legislador concursal confía a la discrecionalidad judicial (primero del Juez del concurso y, luego, en su caso, de la Audiencia Provincial) la decisión, debidamente motivada, sobre aplicar o no, y con qué alcance, el efecto suspensivo al recurso de apelación (62) .

3.3.2.  Solicitud

En principio, la solicitud de suspensión de actuaciones se formulará en el mismo escrito de interposición (63) , a través de otrosí. Aunque la ley no exige que la petición de parte sea motivada, parece muy oportuno —sino necesario— que así sea (64) . De tal manera, el solicitante expondrá los antecedentes fácticos que soporten la petición de suspensión y especificará las concretas actuaciones que insta suspender, los perjuicios que se podrían llegar a causar y su complicada reparación en caso contrario. Sería interesante, además, la cita de jurisprudencia en casos similares, si la hubiera, que apoyase la solicitud, habida cuenta de la discrecionalidad con la que cuenta el Juez del concurso para resolver.

Sin perjuicio de que el momento para instar la solicitud sea indeterminado y quede solamente al arbitrio de la parte interesada, sí que hay un límite temporal máximo: la admisión a trámite del recurso de apelación, o, más bien, con la resolución teniendo por interpuesto el recurso. Si la solicitud se realiza una vez producido ese trámite, quedará abocada a la inadmisión por extemporaneidad (AAP de las Islas Baleares de 9 de febrero de 2021). Por otro lado, tampoco cabe instar la solicitud cuando se haya interpuesto un recurso distinto del de apelación o antes de haberlo interpuesto (AJM núm. 1 de Palma de Mallorca de 30 de enero de 2014).

Por último, la legitimación recae tanto en el Juez, como en la parte perjudicada por la resolución objeto de apelación —de ordinario, el apelante— (AJM núm. 6 de Madrid de 19 de marzo de 2019). Ahora bien, la praxis nos enseña que será excepcional que el Juez del concurso utilice esta facultad de oficio. Lo normal será que la petición de suspensión se articule a instancia de parte.

La doctrina rechaza que la suspensión pueda ser solicitada en el escrito de impugnación de la resolución apelada ex art. 461 TRLC, por no existir previsión legal concreta (65) .

3.3.3.  Requisitos para acordar la suspensión

El art. 549 TRLC no expresa cuales son las circunstancias que deben concurrir para acordar la adopción de efectos suspensivos. La idea que late es la de otorgar un margen de discrecionalidad al órgano judicial (66) .

En la jurisprudencia se ha dicho que, ante la falta de criterios, hay que acudir a las normas establecidas para la ejecución singular en la LEC que regulan la suspensión de actuaciones ejecutivas como consecuencia de la interposición de recursos (art. 567 LEC). Estas normas exigen acreditar la producción de un daño de difícil reparación y prestar caución (AAP de Barcelona 29 de noviembre de 2006; en contra, AJM núm. 1 de Palma de Mallorca de 30 de enero de 2014).

Por nuestra parte, entendemos razonable importar esos parámetros del art. 567 LEC al proceso concursal. En efecto, aunque se refieran al procedimiento ejecutivo de la LEC, sí pueden servir, al menos, como criterio inicial. Por lo tanto, el solicitante deberá acreditar que la resolución apelada produce o puede llegar a producir un daño de difícil reparación (AAP de Almería de 8 de noviembre de 2019). Ese hipotético daño debería ir dirigido a los intereses de los acreedores en general y lo que debe procurarse con la suspensión es una mejor conservación del patrimonio del deudor.

Ahora bien, en cuanto a la prestación de caución, que sí se requiere en la ejecución civil, la doctrina se posiciona en contra de exigirla de manera preceptiva en el concurso (67) . Aunque si la parte la ofrece seguramente ayude a que el Juez a tomar una decisión favorable a la suspensión.

Lo que no suele admitirse es aplicar los presupuestos de las medidas cautelares del proceso civil a la suspensión del art. 549 TRLC (68) .

Respecto a si el órgano judicial debe entrar en valoraciones acerca de la probabilidad de revocación de la resolución apelada, existen opiniones enfrentadas (69) . Por ello se afirma en la jurisprudencia que la previsión del art. 549 TRLC se refiere a una posibilidad basada en la observación de circunstancias objetivas, como es la imposible o muy difícil restitución de la situación a su origen, derivada de la propia situación de insolvencia y de la continuación del proceso concursal, ante una eventual resolución estimatoria del recurso, atendiendo al contenido preciso de dicho recurso, y tomadas esas circunstancias como meras hipótesis para realizar el análisis, pero sin aventurar nada de la suerte sobre el fondo del recurso entablado (AAP de Madrid de 30 de enero de 2019).

En todo caso, la adopción de efectos suspensivos es la excepción a la norma general, por lo que debe interpretase y adoptarse realizando siempre un juicio restrictivo y restringido (70) .

3.3.4.  Sustanciación y decisión

El art. 549.1 TRLC establece el momento en que se tomará la decisión sobre la suspensión de efectos: «al admitir un recurso de apelación, el Juez del concurso, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar motivadamente la suspensión de aquellas actuaciones que puedan verse afectadas por su resolución».

Sin embargo, tras la reforma operada por el RDL 6/2023, dicho recurso se interpone directamente ante la Audiencia Provincial (art. 458.1 LEC). Una vez interpuesto, el LAJ de la Sala requerirá al Juzgado para que eleve las actuaciones. Recibidas estas, el LAJ de la Audiencia Provincial tendrá por interpuesto el recurso, si se cumplen los requisitos de ser apelable la resolución impugnada y de que el recurso se hubiere formulado dentro de plazo. Ni el Juez ni los Magistrados de la Audiencia intervienen en ese trámite, salvo que el LAJ observase que no concurren los requisitos citados, en cuyo caso lo pondría en conocimiento de la Sala para que se pronunciase sobre su admisión; a saber, dictando providencia admitiendo el recurso si se cumplen los requisitos de admisión o auto acordando la inadmisión y la remisión de las actuaciones al Juzgado de lo Mercantil en caso contrario (art. 458.3 LEC).

Es decir, que a pesar de lo que parece deducirse del art. 549 TRLC, el Juez del concurso no tiene por qué admitir necesariamente un recurso de apelación en el proceso concursal.

Por tanto, apreciamos una grave descoordinación entre el art. 549 TRLC y los arts. 545 TRLC y 458 LEC, que merece una modificación legislativa.

Posiblemente debería aprovecharse el trámite en el cual el LAJ de la Audiencia Provincial requiere al Juzgado de lo Mercantil la remisión de autos para que el Juez se pronuncie en ese momento sobre la solicitud de suspensión de actuaciones. Otra opción sería que el solicitante adelantara al Juez del concurso la petición de suspensión para que se pronunciara con carácter previo a remitir las actuaciones a la Sala.

Son soluciones algo forzadas y, por descontado, fuera de la legalidad procesal. No hay duda de que el legislador del RDL 6/2023 se ha olvidado por completo del art. 549 TRLC.

Así las cosas, una posible solución pasaría por modificar el art. 549.1 TRLC dándole la siguiente redacción: «Cuando, interpuesto un recurso de apelación, el letrado de la Administración de Justicia de la Audiencia Provincial requiera del juzgado la elevación de las actuaciones, el juez del concurso, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar motivadamente la suspensión de aquellas actuaciones que puedan verse afectadas por su resolución».

Sea como fuera, toda vez que el referido art. 549.1 TRLC exige que la decisión del Juez se adopte «motivadamente», el art. 206.1.2.ª LEC le obliga a que dicha decisión revista forma de auto, lo cual es plenamente aceptado por la doctrina (AJM núm. 6 de Madrid de 13 de noviembre de 2018) (71) , al margen de alguna excepción que se decanta por la providencia (72) .

Siguiendo el trámite procedimental del art. 549 TRLC, no consideramos que sea preceptivo dar traslado a las partes contrarias para que se pronuncien sobre la solicitud de suspensión, sino que el Juez debería decidir directamente (73) .

3.3.5.  Revisión de la decisión

Como hemos dicho, el Juez, de oficio o a instancia de parte, resolverá sobre la suspensión de actuaciones mediante auto debidamente motivado. Si decide atribuir efectos suspensivos, la suspensión no se proyectará necesariamente sobre la resolución recurrida en exclusiva, sino que podrá extenderse, como reza el precepto, a aquellas actuaciones que puedan verse afectadas por la resolución del recurso de apelación (74) . Por tanto, si bien la parte solicitante debería indicar expresamente en su solicitud las actuaciones que deberían ser objeto de suspensión, será el Juez quien precisará en el auto las concretas actuaciones que se suspenderán (AJM núm. 2 de Valencia de 11 de julio de 2014 y SAP de Las Palmas de 7 de septiembre de 2017). Obviamente, una solicitud de suspensión de todo el procedimiento concursal sería directamente desestimada (AAP de las Islas Baleares de 9 de febrero de 2021 y AJM núm. 6 de Madrid de 19 de marzo de 2019).

La decisión del Juez del concurso puede ser revisada por la Audiencia Provincial (art. 549.3 TRLC), pero solo a petición de parte, nunca de oficio (AAP de Madrid de 30 de enero de 2019) (75) .

Entendemos que la revisión tramitada ante la Audiencia Provincial, más que un recurso jurisdiccional, es un trámite de oposición (76) . Por tanto, el auto del Juez del concurso debe considerarse irrecurrible, sin perjuicio de esta posibilidad de revisión por la Audiencia Provincial (AJM núm. 6 de Madrid de 13 de noviembre de 2018) (77) .

Este particular sistema de revisión que regula el citado art. 549.3 TRLC impide aplicar el régimen de recursos del art. 546 TRLC. Aunque, en puridad, cabría recurso de reposición contra el auto de suspensión del Juez del concurso, sin embargo, por expreso deseo del legislador, para combatir el auto del Juez del concurso resolviendo sobre la suspensión de actuaciones afectadas por un recurso de apelación, deberá seguirse el trámite específico de revisión reglamentado en el art. 549.3 TRLC.

La revisión se solicitará mediante un escrito autónomo que se presentará directamente ante la Audiencia Provincial dentro de los cinco días siguientes a la notificación del auto del Juez del concurso.

El objeto de la revisión podrá ser tanto la adopción de efectos suspensivos, como el rechazo a adoptarlos. Es decir, la parte interesada puede reiterar la solicitud de suspensión ante la Audiencia Provincial, pese a haber sido desestimada inicialmente su solicitud por el Juzgado de lo Mercantil (AJM núm. 16 de Madrid de 9 de mayo de 2022) (78) . Esta posibilidad se deriva de la interpretación literal del art. 549 TRLC cuando señala que la decisión del Juez «sobre la suspensión de actuaciones» podrá ser revisada por la Audiencia Provincial, sin hacer referencia a la decisión del Juez «acordando la suspensión de actuaciones», como perfectamente podía haber hecho, pero no hizo.

El precepto tampoco exige traslado a la parte contraria, lo cual ha sido criticado en la doctrina (79) , pues la falta de audiencia podía haberse suplido de manera muy sencilla remitiéndose a que, en los escritos de oposición o de impugnación al recurso de apelación, se hubiera previsto esta oportunidad procesal (80) .

En cuanto a la legitimación, si la suspensión la acordó el Juez de oficio, los legitimados serán apelantes y apelados. Si la suspensión fue acordada a instancias del recurrente, la legitimación la ostentará la parte recurrida. Y si la suspensión se adoptó a petición de la parte recurrida, la legitimada para instar la revisión será la parte recurrente.

La Audiencia Provincial deberá resolver la revisión con carácter previo al examen del fondo del recurso de apelación interpuesto. En principio, tiene que decidir sobre la revisión dentro de los diez días siguientes a recibir las actuaciones, por lo que deberá esmerarse —y mucho— para, adicionalmente, poder cumplir el plazo de dos meses que tiene como fecha límite para resolver cualquier recurso de apelación que le impone el art. 548 TRLC: dos meses desde la recepción de los autos.

Contra el auto de la Audiencia Provincial resolviendo sobre la revisión no cabe recurso alguno, tal y como se encarga de indicar el art. 549.4 TRLC. La previsión —como acertadamente aprecia la doctrina científica— es totalmente superflua (81) . El art. 550 TRLC es claro en su redacción al vetar el acceso de los autos de las Audiencias Provinciales al recurso de casación. El art. 549.4 TRLC debería haber quedado suprimido del texto normativo.

Aunque existen voces considerando poco coherente incluir este sistema de revisión por la dilación que aparentemente conlleva para la tramitación del procedimiento (82) , según nuestro criterio, la revisión por la Audiencia Provincial resulta necesaria. En caso contrario, el Juez a quo acumularía excesivos poderes discrecionales, pues podría, por mandato legal, actuar ex officio para determinar la suspensión de actuaciones, sin posibilidad de que su decisión fuera revisada por un órgano jerárquicamente superior (83) . Además, hay que tener en cuenta que la decisión de suspender las actuaciones puede generar importantes efectos para el patrimonio del concursado y los intereses de los acreedores y, teniendo el trámite de revisión un plazo legal corto y preciso para quedar resuelto, no vemos especiales beneficios en suprimir este sistema.

3.4.  Recurso de casación

3.4.1.  Concepto y regulación

La casación civil es un recurso vertical o devolutivo (lo resuelve un órgano superior al que dictó la resolución impugnada) y extraordinario (sus motivos vienen tasados en la ley), que tiene por objeto anular la resolución judicial recurrida. La finalidad del recurso de casación es revisar el juicio hecho en Derecho —o error in iudicando— (casación sustantiva) y/o los errores de naturaleza procesal —o error in procedendo— (casación procesal).

El recurso de casación desarrolla una triple función (84) : nomofiláctica (de protección de la norma jurídica), tuitiva (de protección del justiciable) e integradora (de fijar, unificar y hacer evolucionar la jurisprudencia). Con la reforma del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, la función primordial de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo tiende a ser la de formar jurisprudencia, relegando las otras dos funciones a un puesto subordinado (85) .

El conocimiento del recurso de casación está atribuido a la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (arts. 478.1 LEC y 56.1 LOPJ).

No obstante, corresponderá a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia conocer de los recursos de casación que procedan contra las resoluciones de los tribunales civiles con sede en la Comunidad Autónoma, siempre que el recurso se funde, exclusivamente o junto a otros motivos, en infracción de las normas del Derecho civil foral o especial propio de la Comunidad, y cuando el correspondiente Estatuto de Autonomía haya previsto esta atribución. Como apunta la doctrina (86) , es dudoso que este supuesto ocurra dentro del proceso concursal. Por ello, a lo largo de esta obra solo haremos referencia a la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo como tribunal competente para conocer del recurso de casación, a pesar de que, en determinados supuestos, como acabamos de ver, la referencia debería estar hecha también a las Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia

La normativa reguladora se ubica en los arts. 550 TRLC y 477 a 487 LEC.

3.4.2.  Resoluciones recurribles

De acuerdo con el art. 477.1 LEC, «serán recurribles en casación las sentencias que pongan fin a la segunda instancia dictadas por las Audiencias Provinciales cuando, conforme a la ley, deban actuar como órgano colegiado». El precepto también permite recurrir en casación «los autos y sentencias dictados en apelación en procesos sobre reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras en materia civil y mercantil al amparo de los tratados y convenios internacionales, así como de Reglamentos de la Unión Europea u otras normas internacionales, cuando la facultad de recurrir se reconozca en el correspondiente instrumento». La inclusión de estas resoluciones dentro de las recurribles en casación en el art. 477.1 LEC tiene una finalidad aclaratoria, dado que se ya se recogían en el art. 55.2 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil, y también en la Disp. Final 25.ª LEC. Ciertamente, tendrá una aplicación muy residual en el ámbito concursal, casi inviable en lo relativo a los autos si aplicamos literalmente el art. 550 TRLC, que solo hace referencia a sentencias.

No serán recurribles mediante recurso de casación los autos (ATS de 5 de octubre de 2022); las sentencias dictadas por la Audiencia Provincial en única instancia; las sentencias dictadas por la Audiencia Provincial que no alcancen la consideración de verdadera segunda instancia por no entrar en el fondo del asunto (p.ej., por haber acordado la nulidad y retroacción de actuaciones o la absolución en la instancia o por resolver una cuestión incidental); las sentencias que debieron adoptar forma de auto (p.ej., por resolver una cuestión exclusivamente procesal, como podría ser la decisión sobre la jurisdicción o la competencia); o las resoluciones interlocutorias (87) .

La regulación general de la LEC debe complementarse con la legislación específica concursal. El art. 550 TRLC establece que, «contra las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales relativas a la aprobación o cumplimiento del convenio, a la calificación o conclusión del concurso, o que resuelvan acciones de las comprendidas en las secciones tercera y cuarta podrá interponerse recurso de casación», siguiendo los criterios de admisión establecidos en la LEC.

Así pues, lo que permite el acceso al recurso de casación en el proceso concursal es la conjunción de tres circunstancias: (i) que sea posible una sentencia dictada por la Audiencia Provincial, lo que, habida cuenta del régimen de competencia objetiva y funcional de los órganos jurisdiccionales civiles establecido en nuestro ordenamiento, requiere la previsión de un recurso de apelación contra una sentencia de un Juzgado de lo Mercantil; (ii) que se cumplan los requisitos de admisibilidad del recurso de casación previstos en la LEC y, en la medida en que se aplicable, en el Acuerdo del TS de 27 de enero de 2017; y (iii) que verse sobre alguna de las materias que se enumeran en el art. 550 TRLC (ATS de 28 de octubre de 2008) (88) .

Debe celebrarse la apertura del acceso a la casación de determinadas cuestiones que, en comparación a lo que sucedía con la legislación anterior a la LC del año 2003, tenían vetado totalmente su acceso en el proceso concursal, al considerarse que eran sentencias que no decidían definitivamente sobre la causa y que, por tanto, no cumplían los requisitos para la admisión del recurso de casación previstos en los arts. 1689 y 1690.1.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 (89) . Gracias a que el Tribunal Supremo se ha podido pronunciar en algunas materias por medio de los recursos extraordinarios, se ha conseguido establecer cierta doctrina jurisprudencial en determinados aspectos del ámbito concursal. No obstante, siguen quedando excluidas muchas resoluciones por expreso deseo legislativo, plasmado en el art. 550 TRLC, y cuyo fundamento seguramente tenga que ver con impedir el uso de esta clase de recursos con una finalidad dilatoria que entorpezca la solución del procedimiento concursal, aunque sin descartar que el ánimo de no sobrecargar de trabajo a la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo sea otra de las causas.

En fin, las resoluciones recurribles a través del recurso de casación en sede del procedimiento concursal son sentencias dictadas por la Audiencia Provincial resolviendo recursos de apelación sobre:


	
–  Aprobación o rechazo del convenio (90) .

	
–  Declaración judicial de nulidad del convenio, ex art. 409.1.4.ª TRLC (91) .

	
–  Incumplimiento del convenio (92) .

	
–  Calificación del concurso.

	
–  Conclusión del concurso, cuando resuelven el incidente concursal promovido al efecto, al amparo del art. 469 TRLC.

	
–  Acciones comprendidas en la sección tercera del concurso acreedores (93) . Entre ellas: incidente de anulación de actos realizados por el deudor infringiendo las limitaciones a sus facultades patrimoniales (art. 109 TRLC); incidente de compensación (art. 153 TRLC; ATS de 11 de mayo de 2016); incidente de resolución contractual (arts. 158, 160, 161 y 165 TRLC; STS de 29 de junio de 2016); acción de rescisión (arts. 226 y ss. TRLC); o acción de separación (art. 239 TRLC).

	
–  Acciones comprendidas en la sección cuarta del concurso acreedores (94) . Entre ellas: incidente de existencia y clasificación de créditos contra la masa (ATS de 10 de abril de 2012) (95) ; incidente de reconocimiento, graduación y clasificación de créditos concursales; o juicios declarativos acumulados al concurso (art. 138.3 TRLC).



Las resoluciones excluidas de recurso de casación en el concurso serán, entre otras, las resoluciones dictadas en las secciones primera, segunda, quinta y sexta del concurso, según se definen en el art. 508.1 TRLC, que se encuentren fuera de las previsiones del art. 550 TRLC; los autos (ATS de 11 de marzo de 2015 y ATS 30 de marzo de 2016) (96) , aunque el fallo tenga un contenido equivalente al que pudiera dictarse en una sentencia (97) ; o las cuestiones relacionadas con la rendición de cuentas de la AC (ATS de 3 de octubre de 2018) (98) .

3.4.3.  Tramitación

El recurso de casación se sustanciará en la misma forma que se prevé en LEC (art. 545 TRLC).

3.5.  Recurso de queja

Como norma general, los recursos verticales o devolutivos se interponen ante el órgano judicial que dictó la resolución impugnada, el cual tiene la facultad de controlar su admisión o inadmisión a trámite, aunque luego sean resueltos por un órgano superior.

A día de hoy, tras la reforma del RDL 6/2023, el recurso de queja tiene como finalidad solicitar del Tribunal ad quem la declaración de procedencia de un recurso de casación indebidamente inadmitido por el Tribunal a quo, revocando la resolución de este que acordó la inadmisión.

Conviene destacar que, desde la referida reforma, se ha suprimido del ordenamiento jurídico el recurso de queja contra los autos denegando la tramitación de un recurso de apelación, dado que el trámite de interposición y admisión del mismo se lleva a cabo directamente ante el órgano judicial que debe resolver el recurso de apelación

La queja, como recurso, es un instrumento de control de la correcta admisibilidad de los recursos de casación, que evita que su sustanciación quede exclusivamente a merced del propio órgano que dictó la resolución judicial recurrida. Si no existiera este recurso, sería ese mismo órgano quien decidiría la admisibilidad del recurso de casación contra sus propias decisiones (99) .

De acuerdo con lo previsto en el art. 495 LEC, su tramitación es sencilla y, además, de carácter preferente a otros recursos que esté conociendo el Tribunal ad quem. El recurso se interpondrá por escrito, directamente ante el órgano jurisdiccional que debiera resolver el recurso de casacón no tramitado, en el plazo de diez días desde la notificación de la resolución que deniega la tramitación (art. 495.1 LEC). En el escrito se expondrán las alegaciones que fundamentan la indebida inadmisión del recurso vertical o devolutivo inadmitido. Al recurso se adjuntará copia de la resolución recurrida y de la resolución denegatoria, dado que los autos se encuentran en el órgano a quo. Si el recurso se presenta en tiempo y forma, el Tribunal ad quem resolverá directamente en un plazo de cinco días, aunque la doctrina constitucional viene exigiendo que previamente se dé traslado del recurso a la parte recurrida para que alegue lo que considere oportuno y dar, así, cumplimiento a los principios de contradicción e igualdad de armas (STC 190/2006) (100) . Si el Tribunal ad quem entendiera bien denegada la tramitación del recurso, lo comunicará al órgano a quo. Si la estimase mal denegada, le ordenará que continúe con la tramitación (art. 495.2 LEC).

El auto resolviendo el recurso de queja es irrecurrible por mor del art. 495.3 LEC, sin perjuicio de eventuales incidentes de nulidad de actuaciones o, incluso, recursos de amparo, siempre que concurrieran los requisitos habilitantes para ello.

Aunque esta clase de recurso no se encuentra recogida dentro del régimen específico de recursos de los arts. 544 y ss. TRLC, nuestra posición tiene que ser favorable a su admisión en el proceso concursal por la aplicación supletoria de la LEC en este aspecto (arts. 4 LEC y 521 TRLC). De hecho, desde prácticamente los inicios de la LC (101)  el recurso de queja en el procedimiento concursal se admite de manera unánime por la doctrina (102)  y por la jurisprudencia, al menos en lo relativo a las inadmisiones de recursos de apelación (AAP de Castellón de 23 de junio de 2005, AAP de Pontevedra de 31 de julio de 2014 y AAP de Madrid de 4 de diciembre de 2019).

Así mismo, la concreta finalidad del objeto del recurso de queja, y la función de garantía del derecho fundamental a los recursos procedentes en Derecho que cumple este tipo de recurso, imponen su necesaria aplicación en el proceso concursal (103) . En efecto, resulta ineludible para garantizar adecuadamente el acceso al recurso de casación, sometiendo a revisión del órgano ad quem la eventual decisión de inadmitirlo por el órgano a quo, pues en caso contrario se estaría facilitando a este último de un espacio inmune a que sus resoluciones fueran revisadas por una instancia superior.

Hasta la reforma de la Ley 16/2022, no había ninguna previsión expresa sobre recursos de queja en el TRLC. Sin embargo, ahora el art. 658.2 TRLC establece que, contra el auto que inadmite la impugnación de la homologación del plan de reestructuración por extemporánea «podrá interponerse recurso de queja, que se tramitará conforme a lo establecido en la legislación procesal civil».

Pudiera llegar a pensarse que, como este supuesto es el único previsto como recurrible en queja en el concurso, cualquiera otro que también pudiera ser objeto de queja, no sería admisible. Sin embargo, no creemos que esa fuera la intención del legislador al plasmar la posibilidad de recurrir en queja la inadmisión recogida en el art. 658.2 TRLC. La referencia que se hace en dicho precepto al recurso de queja tenía mero valor aclaratorio, sin que pueda limitarse el recurso de queja en el concurso exclusivamente a ese supuesto, solo por el hecho de haber sido previsto de manera expresa. Cualquier otra interpretación colisionaría frontalmente con la unánime interpretación doctrinal y jurisprudencial sobre la admisión del recurso de queja en el proceso concursal.

De todas maneras, hay que adelantar que el art. 658.2 TRLC prevé un recurso de queja anómalo, tal y como desarrollaremos más adelante (104) , y descoordinado con la vigente dicción del art. 495.1 LEC después de su reforma por el RDL 6/2023.

3.6.  Recursos laborales

Según determina el art. 53 TRLC, la jurisdicción del Juez del concurso es exclusiva y excluyente para conocer de las acciones sociales que tengan por objeto la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la suspensión de contratos y la reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción que, conforme a la legislación laboral y a lo establecido en el TRLC, tengan carácter colectivo, así como de las que versen sobre la suspensión o extinción de contratos de alta dirección.

En relación con los recursos, el art. 551 TRLC dispone que «contra el auto que decida sobre la modificación sustancial de las condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la suspensión de contratos o la reducción de jornada, por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción que, conforme a la ley, tengan carácter colectivo y contra la sentencia que resuelva incidentes concursales relativos a acciones sociales cuyo conocimiento corresponda al juez del concurso, cabrá recurso de suplicación y los demás recursos previstos en la Ley reguladora de la jurisdicción social, que se tramitarán y resolverán ante los órganos jurisdiccionales del orden social, sin que ninguno de ellos tenga efectos suspensivos sobre la tramitación del concurso ni de ninguno de sus incidentes, secciones o piezas separadas».

Pues bien, como ya hemos anticipado, no es objeto de esta obra el estudio y análisis de los recursos en materia laboral, excepto de aquellos comentarios sobre previsiones expresas que haya en el TRLC (p.ej., arts. 551 o 621.5 TRLC). Por su carácter residual respecto a los recursos civiles, entendemos que no resulta necesario otorgarles el mismo tratamiento y, por ello, no vamos a realizar una exposición detallada acerca de los recursos laborales a interponer en el proceso concursal.

Ello no obstante, y sin perjuicio de remitirnos al comentario sobre el art. 551 TRLC (105) , simplemente apuntar en este momento que los recursos en material laboral que pueden interponerse contra las resoluciones del Juez del concurso referidas en el art. 551 TRLC son el recurso de suplicación, el recurso de casación y el recurso de casación por unificación de doctrina.

El recurso de suplicación se encuentra regulados en los arts. 190 a 204 LJS. Es un recurso vertical o devolutivo, del que conocen las Salas de lo Social los Tribunales Superiores de Justicia (art. 190 LJS), y que únicamente puede tener por objeto: (i) reponer los autos al estado en el que se encontraban en el momento de cometerse una infracción de normas o garantías del procedimiento que haya producido indefensión; (ii) revisar los hechos declarados probados, a la vista de las pruebas documentales y periciales practicadas; y (iii) examinar las infracciones de normas sustantivas o de la jurisprudencia (art. 193 LJS). Carecerá de efectos suspensivos a tenor del art. 551.1 TRLC.

El recurso de casación ordinario se regula en los arts. 205 a 217 LJS. Es otro recurso devolutivo o vertical, y extraordinario. Es competente para su conocimiento la Sala de lo Social del Tribunal Supremo (art. 205 LJS). Las resoluciones objeto del recurso de casación de casación se determinan en el art. 206 LJS. Por su parte, los motivos que pueden hacerse valer en el recurso son los siguientes: (i) abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la jurisdicción; (ii) incompetencia o inadecuación de procedimiento; (iii) quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia o de las que rigen los actos y garantías procesales; (iv) error en la apreciación de la prueba basado en documentos que obren en autos que demuestren la equivocación del juzgador, sin resultar contradichos por otros elementos probatorios; y (v) infracción de las normas del ordenamiento jurídico o de la jurisprudencia que fueren aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate (art. 207 LJS).

El recurso de casación por unificación de doctrina viene regulado en los arts. 218 a 228 LJS. Es un recurso devolutivo o vertical que conocerá la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, y cuya finalidad principal, como se deduce de su nombre, es unificar criterios de las Salas de lo Social de los Tribunales Superiores de Justicia resolviendo recursos de suplicación que sean contradictorias entre sí, con la de otra u otras Salas de los referidos Tribunales Superiores o con sentencias de la Sala Social del Tribunal Supremo (art. 219 LJS).

En cuanto al resto de cuestiones de tramitación procesal de estos recursos, resulta de aplicación su normativa específica, la LJS.
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